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Colombia es uno de los países que más ha llevado a cabo la propuesta de contar 
con un ordenamiento jurídico codificado, las normas relativas a la materia de la 
Seguridad Social no han sido ajenas a tal situación. Sin embargo, persisten en su 
ordenamiento jurídico normas que fueron diseñadas para un modelo de Estado 
diferente al actual, normas creadas bajo condiciones sociales, políticas e 
ideológicas diferentes a las que inspiran el modelo de derecho que rige al Estado 
colombiano. 
El presente trabajo de investigación analiza concretamente la vigencia de las 
normas que rigen en materia de Seguridad Social, su contradicción con el modelo 
de Estado Social de Derecho que pregona la Constitución Política de Colombia y la 
afectación directa que esta situación presenta en lo relacionado con los derechos a 
la vida digna y el mínimo vital.  
Así mismo, se pretende sensibilizar a la comunidad académica y a la población en 
general sobre la afectación que se está presentando y se plantean soluciones que 






 AFECTACIÓN A LOS DERECHOS A LA VIDA DIGNA Y MÍNIMO VITAL EN EL 
ESTADO SOCIAL DE DERECHO COLOMBIANO 
 
2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
La convivencia en sociedad exige que esta se rija por un cúmulo de normas que 
garanticen el orden social; las normas se crean para resolver situaciones concretas 
y lo ideal es que no sufran modificaciones sustanciales hasta tanto las condiciones 
que les dieron origen no varíen. Dentro de las diferentes clases de normas que 
existen, se han creado unas específicas para regular las relaciones laborales entre 
patronos y empleados, y también se han creado otras para garantizar unas 
condiciones mínimas de protección a los trabajadores y a su núcleo familiar como 
lo son las que regulan la Seguridad Social que les protege de las contingencias que 
puedan afectarles. 
La mayoría de las garantías y prerrogativas que reciben los trabajadores son 
producto de las difíciles situaciones que en épocas anteriores afectaron la vida de 
otras personas. Hoy día los trabajadores gozan de unos niveles de protección 
mínimos que les permite beneficiarse de ciertas condiciones especiales que como 
ya se mencionó, no existían en otras épocas de la historia; tal es el caso de las 
normas que regulan las condiciones de vida de los trabajadores durante las jornadas 
laborales, los salarios que deben percibir, el máximo de horas que deben trabajar 
sin afectar su salud, el cubrimiento especial en materia de riesgos laborales, la 
protección a mujeres embarazadas, personas en condición de discapacidad y 
personas con incapacidad temporal, solo por citar algunos casos. Debido a la 
necesidad de proteger a los trabajadores y de ofrecer a estos unas garantías para 
proteger su de vida, salud e integridad, los Estados se han encargado de regular a 
nivel interno las condiciones mínimas con que deben contar los trabajadores.  
Por su parte, la comunidad internacional también ha buscado mejorar las 
condiciones de vida de los trabajadores, para ello, se creó la Organización 





propende por promover la justicia social a través de formulación de normas y 
políticas que aseguren unas condiciones de dignidad para los trabajadores. 
En el proceso de mejoramiento de las condiciones de vida de los trabajadores y 
para el caso, de aquellos que se encontraban en situaciones de vulnerabilidad por 
padecer una enfermedad, se crearon normas que reglamentaron tales situaciones 
y que garantizaron a estos, los recursos suficientes para su sostenimiento y el de 
su núcleo familiar y para cubrir sus gastos durante el tiempo en que se presentara 
la incapacidad. Sin embargo, las normas que se crearon sobre la materia, son 
normas creadas en un contexto social diferente al actual, para trabajadores con 
unas condiciones socioeconómicas, enfermedades o padecimientos, necesidades 
y desafíos diferentes a los que se tienen hoy dado que se dieron a mediados de del 
siglo XX, bajo el modelo de Estado de Derecho, modelo que dista en sus postulados 
del Modelo de Estado Social de Derecho, situación que genera un choque entre la 
realidad social y las normas que regulan esa realidad o contexto con el actual. 
Cabe aclarar, además, que existen diferentes situaciones que pueden presentársele 
a un trabajador que se encuentra incapacitado, pues la situación varía de acuerdo 
con la forma de vinculación que tenga al Sistema de Seguridad Social en salud, el 
número de días que perdure la incapacidad, el origen de la enfermedad que padece 
y el monto base de cotización al Sistema por lo cual se hace necesario realizar 
algunas precisiones. Para el caso concreto de esta investigación, el enfoque será 
respecto de aquellos trabajadores que: i) se encuentren incapacitados, ii) La 
incapacidad sea superior a tres días y hasta quinientos cuarenta máximo, iii) 
realicen aportes al Sistema de Seguridad Social en salud como trabajadores 
dependientes o independientes, iv) Los aportes al Sistema de Seguridad Social en 
salud se realicen con un salario base de cotización superior al SMLMV, v) el origen 
de la enfermedad sea común, no laboral, y  vi) la incapacidad que sufre el trabajador 
sea temporal o transitoria. 
Es necesario realizar de forma precisa la distinción de los trabajadores a quienes 





perciben por concepto de auxilio de indemnización por incapacidad temporal y que 
varían de acuerdo con el término de duración de la incapacidad, se calculan de 
forma diferente a como se calculan para otro tipo de trabajadores, tal sería el caso 
de aquellos cuyo salario base de cotización al Sistema de Seguridad Social en salud 
sea equivalente a un SMLMV, aquellos a los cuales se les determine que el origen 
de su enfermedad  es laboral, aquellos cuya incapacidad no supere tres días y 
también a aquellos trabajadores que no cotizan al Sistema de Seguridad Social en 
salud, quienes debido a su omisión no perciben dinero alguno por concepto de 
Indemnización de incapacidad temporal. 
Para los trabajadores que cumplan los requisitos establecidos en el inciso quinto de 
este capítulo, la normatividad vigente contempla según se establece en el Código 
Sustantivo del Trabajo y la Seguridad Social (con las respectivas normas que lo 
modifican (1951), complementan o adicionan), el pago del 100 % del valor del 
salario del trabajador a cargo de su patrono o de sí mismo en caso de ser trabajador 
independiente, durante los primeros tres días como auxilio de incapacidad. A partir 
del  cuarto día la respectiva EPS a la que se encuentre afiliado el trabajador asumirá 
el pago del auxilio de incapacidad por un monto equivalente a las dos terceras 
partes del salario que este devenga esto hasta que se cumplan noventa días (90) 
de incapacidad y pasados esos noventa días, la EPS pagará al trabajador 
incapacitado la suma correspondiente a la mitad del salario que percibía cuando 
prestaba sus servicios, hasta que se cumpla el día ciento ochenta (180) de 
incapacidad, a partir del cual, en caso de contar el trabajador con concepto favorable 
de rehabilitación, le seguirá pagando el auxilio por incapacidad temporal la 
Administradora del Fondo de Pensiones a que se encuentre afiliado, por un monto 
equivalente al que recibe entre el día 90 y el 180 y hasta que se cumpla un plazo 
máximo de quinientos cuarenta días (540). 
Con las respectivas aclaraciones que se han hecho, se puede evidenciar cómo se 
afectan los ingresos de los trabajadores que cumplen con las características 
señaladas, esto a diferencia de cuando concurren a su trabajo. Este hecho les 





régimen creado para esos trabajadores tal como lo ha establecido la Corte 
Constitucional, argumentando que el legislador goza de un margen de libertad o 
discrecionalidad para crear o modificar las normas que regulan los diferentes 
aspectos de la vida en sociedad (Corte Constitucional, Sentencia C-543, 2007). 
Pese a lo anterior, debe precisarse que esta normatividad no fue creada por el 
Congreso de la República, sino que es una norma que viene de tiempo atrás y que 
fue dictada por el poder ejecutivo para unos trabajadores que tenían condiciones de 
vida diferentes a las actuales y sobre todo, bajo un modelo de Estado que 
pregonaba unos principios que no se relacionan con los principios que proclama el 
modelo actual de Estado. Este tiene un énfasis en lo social y  busca garantizar unas 
condiciones de vida para las personas que se rigen por él y se vulnera con la 
existencia de esta clase de normas, ya que, por lo general, las personas que están 
incapacitadas, tiene gastos necesarios que son equivalentes al salario que 
devengan y la afectación de esos ingresos por causa de una enfermedad que no 
les permite acudir a su trabajo, desmejora la calidad de vida de ese trabajador por 
cuanto varía el monto de lo que para él equivaldría a su mínimo vital.  
En virtud de esas valoraciones ya mencionadas se hace necesario realizar una 
revisión del tema para determinar la afectación a los principios que establece el 
modelo de Estado Social de Derecho, así como los derechos al mínimo vital y vida 
digna con la aplicación de dicha normatividad. La claridad de tales situaciones 
permite propiciar una reflexión sobre la vigencia de la normatividad que regula  el 
descuento que se efectúa a trabajadores incapacitados por más de tres días y hasta 
quinientos cuarenta, así como la necesidad de modificación de normas o 
inaplicación de las mismas en casos concretos para que se ajusten más a los 








3. FORMULACIÓN DE LA PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 
 
¿Cuál es la  afectación que se presenta sobre los principios que rigen el  Estado 
Social de Derecho y con él, los derechos a la vida digna y mínimo vital, con la 
deducción entre la tercera parte (1/3) y la mitad (1/2) de los ingresos que perciben 
los trabajadores que son incapacitados temporalmente por causa de una 
enfermedad de origen común por más de tres días y hasta quinientos cuarenta dias, 
cuyos aportes al Sistema de Seguridad Social en salud se cotizan por un valor 























Este proyecto de investigación es relevante toda vez que aborda un problema social 
que tiene que ver con la aplicación de normas que fueron creadas en un modelo de 
Estado de Derecho y que continúan vigentes en el modelo de Estado Social de 
Derecho que pregona actualmente el Estado colombiano Estas normas tienen un  
impacto directo en la economía de gran parte de la población de trabajadores del 
país, bien sea que estos coticen al Sistema de Seguridad Social en salud como 
dependientes o independientes. Esta población tiene unas  características 
significativas, pero sin duda alguna, la condición más relevante, es el hecho de 
encontrarse en condiciones de salud que no le permiten salir a realizar las 
actividades laborales que desempeña normalmente, Estos trabajadores son 
afectados por normas que fueron creadas para un contexto social diferente, en el 
cual no se tenía conocimiento de los padecimientos de una persona que se 
encuentra incapacitada por una enfermedad de origen común y que sin duda alguna 
enfrenta unos nuevos desafíos a la hora de asumir los gastos que implica el sustento 
de su núcleo familiar y la superación de su estado de debilidad. Todo ello mientras 
sufren un detrimento sustancialmente en sus ingresos, ya que estos son inferiores 
a los que perciben en condiciones normales, mientras que sus gastos aumentan 
ostensiblemente, afectando su calidad de vida. 
A partir de este análisis, se pretende vislumbrar el alcance de la afectación que tiene 
la aplicación de las normas que regulan los valores que perciben los trabajadores 
incapacitados temporalmente por causa de una enfermedad de origen común en un 
lapso que oscila entre tres días y  quinientos cuarenta días, cuyos aportes al 
Sistema de Seguridad Social en salud se cotizan por un valor superior a un Salario 
Mínimo Legal Mensual Vigente y a quienes se les realiza una deducción entre la 
tercera parte y la mitad de los ingresos que perciben por concepto de auxilio de 
incapacidad laboral sobre el 100% del salario que perciben cuando están prestando 





plantea el Estado Social de Derecho y su afectación directa a derechos 
fundamentales como el derecho a la vida digna y al mínimo vital. 
Se pretende, además, demostrar la importancia que tiene para los trabajadores que 
se ven afectados por la aplicación de esta normatividad, el que se hagan nuevas 

























5.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Determinar la afectación que se presenta sobre los principios que rigen el Estado 
Social de Derecho y con él los derechos a la vida digna y mínimo vital, con la 
deducción entre la tercera parte y la mitad de los ingresos que perciben los 
trabajadores que son incapacitados temporalmente por causa de una enfermedad 
de origen común por más de tres días y hasta quinientos cuarenta, cuyos aportes al 
Sistema de Seguridad Social en salud se cotizan por un valor superior a un Salario 
Mínimo Legal. 
5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Analizar el marco jurídico que consagra una deducción de los ingresos que 
perciben por concepto de auxilio de incapacidad, los trabajadores incapacitados 
por más de tres días y hasta un máximo de quinientos cuarenta días, cuyos 
aportes al Sistema de Seguridad Social en salud se cotizan por un valor superior 
a un Salario Mínimo Legal. 
 Describir los fundamentos del modelo de Estado Social de Derecho y la 
afectación que se presenta a los mismos y a derechos fundamentales a la vida 
digna y mínimo vital con la deducción que se realiza a los trabajadores que son 
incapacitados por causa de una enfermedad de origen común por más de tres 
días y hasta un máximo de quinientos cuarenta días y que cotizan por un valor 
superior a un Salario Mínimo Legal. 
 Identificar los mecanismos idóneos con que cuenta el Estado a partir del modelo 
de  Estado Social de Derecho que pregona, para garantizar el derecho al mínimo 
vital de las personas que son incapacitados por causa de una enfermedad de 
origen común por más de tres días y hasta un máximo de quinientos cuarenta 







6. MARCO DE REFERENCIA 
 
6.1. ANTECEDENTES CONCEPTUALES 
 
En las consultas de diferentes bases de datos, entre ellas las de la Universidad 
Libre, sobre lo relacionado con el tema de la afectación a los derechos a la igualdad, 
vida digna y mínimo vital, a causa de normas que regulan el monto que deben 
percibir por concepto de auxilio de incapacidad, los trabajadores que se encuentran 
incapacitados de manera temporal, se encontraron los siguientes documentos: 
En el artículo publicado en la revista pensamiento jurídico denominado “Principios 
jurisprudenciales de los riesgos laborales en Colombia” (2013), las autoras centran 
su planteamiento en el estudio de los principios que rigen el Sistema de Riesgos 
laborales y hacen una relación de los mismos en contraposición con otros principios 
que deberían regir el sistema de acuerdo con los postulados constitucionales. Este 
estudio se realiza a través de un análisis de sentencias proferidas por la Corte 
Constitucional y la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, así 
como de las normas que regulan el tema en el derecho internacional, tal es el caso 
de tratados, convenios, acuerdos y directrices. Dentro del trabajo investigativo se 
abordan también las contingencias que puede presentar un trabajador en relación 
con el trabajo y los amparos o niveles de protección con que cuenta el sistema para 
cubrir cada una de las contingencias estudiadas. 
Así mismo, en el artículo denominado “El pago de incapacidades por enfermedad 
común y el derecho al mínimo vital de un trabajador en Colombia” (2017) las autoras 
realizan una descripción del Sistema General de Salud, así como de sus divisiones 
entre Régimen Subsidiado y Contributivo; abordan también el tema del origen y 
forma en que se distribuyen los recursos del Sistema, relacionan de forma breve la 
normatividad que regula la materia de los auxilios de incapacidad, resaltan la 





oportuno de sus incapacidades y finalmente concluyen su trabajo con un análisis 
breve de lo que se entiende por mínimo vital y el hecho de generar afectación a este 
derecho con las deducciones estipuladas en la ley, pero sin precisar de fondo cuáles 
pueden ser esas afectaciones. 
 
 
6.2. MARCO HISTÓRICO 
 
Dentro del presente proyecto de investigación se hará un recuento acerca de los 
hechos más relevantes e instituciones y normas más destacadas en el área de la 
Seguridad Social y en especial de lo que tiene que ver con la creación e 
implementación de las normas que regulan todo lo relacionado con el auxilio por 
incapacidad a trabajadores incapacitados por una enfermedad de origen común a 
fin de que el lector esté en contexto, pero sin hacer un énfasis o descripción 
detallada sobre alguna de ellas en particular. 
Así pues, se tiene que una vez se superó el auge de la Revolución Industrial y con 
el naciente Derecho Internacional de los Derechos Humanos, se buscó establecer 
unas condiciones mínimas que debían tener los seres humanos, es así como surgió 
la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano en 1789 y con ella, el 
establecimiento de una corriente de pensamiento en la cual se le dio reconocimiento 
a la dignidad de los hombres. Cabe resaltar que a partir de este nuevo pensamiento, 
surgió la revolución de la clase obrera, la cual exigía mejores condiciones laborales 
para seguir prestando sus servicios laborales, pues estaban cansados del abuso de 
los propietarios de fábricas e industrias, quienes les hacían trabajar extensas 
jornadas de trabajo y a cambio les pagaban una remuneración muy baja, no les 
garantizaban unas condiciones mínimas de acceso a los servicios de salud, ni de 
subsistencia en caso de incapacidad que no les permitiera concurrir a trabajar.  
En materia de Seguridad Social para los trabajadores, se creó en Alemania por parte 





cerrado y dirigido únicamente a trabajadores y en protección a los riesgos laborales 
que pudiesen enfrentar. Este modelo es expandido entre los diferentes Estados. 
En el plano nacional, los movimientos de la clase obrera fueron fundamentales para 
que los trabajadores pudiesen acceder a esas condiciones de bienestar y salud 
mínimas. 
Inicialmente la Seguridad Social de los trabajadores estaba a cargo de diferentes 
instituciones que prestaban asistencia social, bajo la autoridad de la Iglesia Católica. 
Con la entrada en vigencia de la Ley 6 de 1945 se crearon unas normas en materia 
de Seguridad Social para todos los trabajadores públicos o particulares. En esta 
misma ley fue prevista la creación del Instituto Colombiano de Seguros Sociales 
(ICSS) y también la Caja Nacional de Previsión Social (CAJANAL).  En el año 1946 
se creó La ley 90 mediante la cual se crea el modelo de Seguro Social y el Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales 0028ICSS), institución que no entró en 
funcionamiento sino hasta tiempo después. 
En el año 1950 se dio origen al Código Sustantivo del Trabajo y la Seguridad Social 
a través del Decreto Ley 2663 del 5 de agosto de 1950. Sin embargo, fue necesario 
hacer algunas correcciones y precisiones para que la normatividad se ajustara a las 
condiciones de la época y para que regulara desde un aspecto más amplio las 
relaciones de trabajo entre empleadores y trabajadores, para ello, se expidieron los 
decretos 905 de 1951 y 3743 de 1950.  En el decreto 3743 se ordenaba al Ministerio 
del Trabajo realizar una edición oficial del Código Sustantivo del Trabajo, articulando 
las modificaciones que se crearon con el contenido que ya tenía el código (Art. 46 
Decreto Legislativo 3743, 1950). Todo esto con el fin de regular todo asunto 
relacionado con la Seguridad Social de los trabajadores y demás aspectos o 
condiciones a los que se verían sometidos en las relaciones laborales. Estas normas 
fueron dictadas en un momento en que el Estado colombiano pasaba por una fuerte 
crisis política y social, por causa de las circunstancias que habían dado origen al 





Con posterioridad, se expidió la ley 141 de 1961, norma que compiló y adoptó como 
ley, el contenido de los decretos que venían siendo aplicados desde el año 1950 y 
que regulaba exclusivamente las situaciones jurídicas de los trabajadores 
particulares.  
Posteriormente, debido a la crisis que se presentó en el Sistema de Seguridad 
Social y dado el inminente déficit fiscal que enfrentaba el Estado colombiano para 
asumir el pago de prestaciones (y en especial, por el desmesurado reconocimiento 
de pensiones, las cuales se otorgaban a algunos trabajadores por determinado 
tiempo de servicios o cualesquier otras circunstancias, se quebrantó el equilibrio y 
la sostenibilidad financiera del Estado colombiano) fue necesario hacer una 
regulación en la materia. Es en ese entorno como surge La ley 100 de 1993. Sin 
embargo, es necesario mencionar que el artículo que regula el tema de las 
incapacidades para los afiliados al Régimen Contributivo por causa de enfermedad 
general o común, estableció que estas se reconocerían de acuerdo a lo establecido 
en las normas vigentes para la materia (Art. 206 Ley 100, 1993). 
Vale la pena mencionar que la norma a las que hace referencia la Ley 100 en su 
artículo 206, es el artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, norma que no fue 
expedida por el Congreso de la República, sino por el Presidente y cabeza de la 
Rama  Ejecutiva, señor Laureano Gómez Castro, ello debido a que en el mes de 
noviembre de 1949, el presidente Mariano Ospina Pérez había decretado turbado 
el orden público y con base en ello decidió clausurar el Congreso de la República 
mediante la expedición del Decreto 3250. 
Como normatividad relevante en la regulación de la materia del caso en concreto, 
se tiene la expedición del Acto Legislativo 01 de 2005 que modificó la Constitución 
Política en su artículo 48. Allí se cambiaron temas sustanciales como las 
condiciones para el reconocimiento de pensiones a trabajadores y también, dentro 
de la principialistica del Estado colombiano, se incorporó el principio de 
Sostenibilidad Financiera del Sistema Pensional. Con este principio se pretende 





a la hora de crear las leyes y que en la construcción de las mismas se tenga en 
cuenta que no se pueden hacer reconocimientos que excedan los recursos o 
asignaciones que el Estado puede destinar de acuerdo con el presupuesto 
establecido para cada categoría. Dicho principio implica, según Guerrero Vinueza 
(2012), que los gastos del Estado no deben ser superiores a los ingresos corrientes 
del mismo. Lo que se pretende con este principio es limitar los gastos en que puede 
incurrir la administración pública a fin de que hacer viable el sostenimiento financiero 
del Estado. Pero, aunque el fin que se pretende lograr el concepto de sostenibilidad 
fiscal es loable, no implica per se que con ello se resuelvan los problemas 
económicos del Estado colombiano, más aún, cuando el principal problema que 
afronta es la corrupción que lo desangra y conlleva a que los recursos que deberían 
ser destinados al bienestar social, terminen en manos de unos cuantos. 
 
6.3. MARCO TEÓRICO 
 
Este proyecto de investigación se apoya en la corriente teórica del garantismo 
constitucional, teoría planteada inicialmente en el derecho moderno por Luigi 
Ferrajoli. Esta teoría, desde su planteamiento, surgió para ser empleada en el 
ámbito del derecho penal. En ella, como teoría garantista, Ferrajoli (1995) propuso 
desde su ámbito de aplicación que existen diversos niveles para medir si un sistema 
jurídico es o no garantista de los derechos de las personas, para llevarlo a cabo, se 
debe tener en cuenta si el modelo es constitucional y que el funcionamiento de ese 
modelo sea efectivo, pues de nada sirve que se planteen unas teorías o principios 
en un papel si la realidad del ordenamiento jurídico es otra.  
Posteriormente, esta teoría es ampliada en su campo de aplicación, buscando así 
unirlas a las teorías del constitucionalismo y del Estado en general. Sobre el 
garantismo, Ferrajoli (2006) afirma que se puede entender por garantía “toda 
obligación correspondiente a un derecho subjetivo, entendido por “derecho 
subjetivo” toda expectativa jurídica positiva (de prestaciones) o negativa (de no 





de que los Estados que cuentan con una Constitución Política, por lo general, son 
Estados que pretenden asegurar a sus destinatarios unas condiciones mínimas de 
vida en sociedad, bien sea mediante exigencias que puedan hacer estos para con 
los representantes del Estado o a través de limitaciones o prohibición de 
interferencia a los representantes o agentes del Estado en la esfera de los 
destinatarios de las normas constitucionales. Adicionalmente, se descubre el hecho 
de que esas garantías se encuentren consagradas en la Constitución a través de 
herramientas que permitan hacer efectivos los derechos. 
Con esta corriente de pensamiento, se busca determinar las implicaciones que tiene 
la nueva concepción que se tiene de los derechos humanos a partir de las bases o 
cimientos de la teoría del Estado Social de Derecho, en la cual se pretende no solo 
que existan unos derechos reconocidos para la población de determinado Estado, 
sino también, que esos derechos cuenten con unos mecanismos de protección que 
les permitan ser efectivos. Situación que no se presentaba en el modelo de Estado 
de Derecho, modelo en el cual primaba la ley y lo que ella planteara, sin tener 
presente consideraciones de ningún otro orden, sin que se tuviera en cuenta de 
forma alguna la afectación que se podía ocasionar con los contenidos de la misma 
a los derechos fundamentales de sus destinatarios, pues lo que interesaba era que 
se cumplieran los postulados que se habían establecido. Es en ese contexto 
precisamente (aplicación de modelo de Estado de Derecho), que surgió la 
normatividad que hoy se conoce como Código Sustantivo del Trabajo, y en ella las 
normas que regulan todo lo relacionado con el monto de los pagos por auxilio de 
incapacidad. Norma que como ya se ha mencionado, fue creada en un momento 
crítico para la legislación del país por encontrarse envuelto poco antes de su 
expedición, en una contienda entre legislativo y ejecutivo, lo que llevó a la 
declaratoria de Estado de Sitio y el cierre del Congreso, por lo cual el Presidente de 
la República se encargó de la creación y promulgación de la misma y en la cual no 
se encuentra sustento alguno sobre los criterios que se tuvieron en cuenta para 





Es relevante establecer que dicha norma tiene vigencia hoy día, momento en el que 
prevalece en Colombia un modelo de Estado totalmente diferente y que, de acuerdo 
con sus postulados, se centra precisamente en el ser humano y en sus condiciones 
de vida, presentándose así una incongruencia entre los postulados dogmáticos, la 
principialistica y los valores constitucionales, así como en el contenido mismo de la 
norma. 
Desde la perspectiva del Estado Social de Derecho y aquello que pretende proteger, 
es claro que son relevantes derechos como el mínimo vital y la vida digna, derechos 
de los que deberían gozar en su plenitud las personas trabajadoras que se 
encuentran en una situación vulnerable por el hecho de estar incapacitadas, y que, 
además, hasta la declaratoria de incapacidad por razones ajenas a su voluntad, han 
cumplido de manera eficaz con su labor. Sin embargo, en virtud de los postulados 
que se encuentran establecidos en normas que fueron creadas para situaciones 
jurídicas y político-sociales diferentes, son desconocidos en ciertos casos 
específicos como lo es el hecho de que un  trabajador se encuentre incapacitado, 
su incapacidad sea superior a tres días y hasta quinientos cuarenta máximo, realice 
aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud como trabajador dependiente o 
independiente, sus aportes al Sistema de Seguridad Social en salud se realicen con 
un salario base de cotización superior al SMLMV, se establezca que el origen de la 
enfermedad es de origen común,  y la incapacidad que sufre sea temporal o 
transitoria. 
Con la vigencia de estas normas, persiste también de manera injustificada en el 
tiempo, una parte de un postulado o teoría que fue remplazada en Colombia desde 
el año 1991, año en el cual se estableció una nueva Constitución Política, la cual 
trajo consigo un nuevo modelo y visión de direccionamiento del Estado, así como 
los nuevos valores que pretende alcanzar; ello sin que se haya tomado acción 
alguna para corregirlo, debido a los intereses políticos y económicos que se tienen 





No se vislumbra desde el Gobierno Nacional, así como tampoco desde el poder 
legislativo o el judicial, interés alguno para cambiar tal situación, persistiendo el 
retroceso que se tiene en materia de derechos laborales y constitucionales, 
olvidando así que los postulados normativos deben ir a la par con los postulados 
dogmáticos del Estado y que deben estar garantizados.  Respecto al garantismo se 
tiene que:  
El constitucionalismo no es por tanto solamente una conquista y un legado del 
pasado, quizá el legado más importante del siglo XX. Es también, y diría que, sobre 
todo, un programa normativo para el futuro. En un doble sentido. En el sentido que 
los derechos fundamentales establecidos por las constituciones estatales y por las 
cartas internacionales deben ser garantizados y concretamente satisfechos: el 
garantismo en este aspecto, es la otra cara del constitucionalismo, en tanto le 
corresponde la elaboración y la implementación de las técnicas de garantía idóneas 
para asegurar el máximo grado de efectividad a los derechos constitucionalmente 
reconocidos. Y en el sentido que el paradigma de la  democracia constitucional es 
todavía un paradigma embrionario, que puede y debe ser extendido en una tripe 
dirección: antes que nada hacia la garantía de todos los derechos, no solamente de 
los derechos de libertad, sino también de los derechos sociales; en segundo lugar 
frente a todos los poderes, no sólo frente a los poderes públicos sino también frente 
a los poderes privados; en tercer lugar a todos los niveles, no solo en el derecho 
estatal sino también en el derecho internacional (Ferrajoli, 2006, p. 2).  
Tal como lo plantea ferrajoli y ajustándolo al caso colombiano, el que se haya creado 
una Constitución Política que establezca la protección de los derechos humanos es 
trascendental, pero tal situación por sí misma no es suficiente para garantizar su 
protección, pues es necesario que se cuente con mecanismos que permitan hacer 
efectivos tales derechos; en este aspecto es importante la protección que se ofrece 
a través de la acción procesal de tutela que permite proteger los derechos de las 
personas frente a una vulneración de los mismos, pero, infortunadamente, los 
jueces se han limitado también en el alcance de protección de derechos que se 
ofrece a partir de la misma, pues a partir de ella podrían efectuarse valoraciones en 





fundamentales, siendo así consecuentes con los postulados que se pregonan y 
permitiendo proteger y garantizar condiciones de vida en dignidad para quienes se 
encuentran en situaciones de mayor vulnerabilidad. Sin embargo, no se encontró 
dentro de la expedición de la normatividad (artículo 227 CSTSS),  un estudio sobre 
la justificación de su existencia, así como tampoco se encontró el que se efectuara 
una valoración posterior a la expedición de la Constitución Política de 1991, para 
dar  razón  a su permanencia dentro del ordenamiento jurídico que fuere diferente 
a intereses económicos por parte del Estado colombiano, el que sustente el 
desconocimiento de postulados y garantías fundamentales, en detrimento de los 
derechos de trabajadores que ven mermados sus ingresos por normas que no van 
acompañados de una teoría progresiva de los derechos fundamentales, sino más 
bien, de una que está en desuso por no ser satisfactoria con los principios que rigen 
esta nueva visión de Estado. Es precisamente la sustentación de estas 
afirmaciones, lo manifestado por la Corte Constitucional cuando plantea que no se 
puede olvidar que existe un principio de sostenibilidad financiera que fue 
incorporado a la Constitución Política a través del Acto Legislativo 01 de 2005 y que 
exige al legislador tenerlo en cuenta frente a cualquier regulación en materia de 
Seguridad Social (Corte Constitucional, Sentencia C-543, 2007). Es en este punto 
es donde debería haberse realizado un examen por parte de la Corte sobre la 
importancia de los derechos que se encontraban en juego y el impacto que se 
tendría sobre los mismos con la aplicación del principio de sostenibilidad fiscal, pues 
es claro que, si bien el órgano legislativo tiene potestad configurativa, existen otras 
áreas en las que se podría ser más austero sin afectar derechos fundamentales si 
tan solo se contase con voluntad política. 
Puede entenderse a partir de lo expuesto cómo se presenta un detrimento 
injustificado desde la dogmática constitucional de los recursos que obtienen los 
trabajadores que se encuentran incapacitados por una enfermedad de origen 
común, incurriendo con ello en el desconocimiento de preceptos constitucionales y 





Por otro lado, no se trata de hacer planteamientos utópicos, alejados de la realidad 
política y económica del país, sino más bien de que se hagan las consideraciones 
respectivas y que se efectúe un replanteamiento de las normas existentes sobre la 
materia y realicen las modificaciones y ajustes necesarios a las mismas a través de 
la incorporación de preceptos que garanticen los postulados que tanto se predican, 
pero sin desconocer por otro lado la estabilidad financiera del Estado al plantear 
situaciones insostenibles, sino que más bien que desde una interpretación armónica 
de las normas, se busque garantizar condiciones mínimas para los trabajadores 
residentes en Colombia, donde se dé prevalencia a los derechos y principios 
constitucionales, pues así lo ha planteado la Corte Constitucional en su 
jurisprudencia más reciente, en la que plantea que los derechos fundamentales y 
los principios que determinan el modelo de Estado Social de Derecho, no pueden 
ser ponderados con una regla que determina la actuación del Estado por no ser 
normas equiparables entre sí (Corte Constitucional, Sentencia C-110, 2019). 
 
 
6.4. MARCO JURÍDICO 
 
6.4.1. Marco Supraconstitucional 
 
Desde las instancias internacionales, organizaciones internacionales como la OIT y 
la ONU, entre otras, han buscado proteger los derechos de los trabajadores y 
establecer a favor de ellos unas garantías mínimas. En materia de Seguridad Social, 
se busca que los trabajadores cuenten con unas coberturas que les permitan estar 
protegidos respecto de las diferentes contingencias que se puedan presentar y los 
efectos que estas puedan ocasionar en su vida personal y familiar. A través de 
instrumentos como tratados internacionales se ha dado vida jurídica a esas 
garantías en favor de los trabajadores; por su parte, el Estado colombiano ha hecho 
lo propio al incorporar algunas de esas garantías al ordenamiento jurídico interno 





ha servido como fuente de inspiración para la regulación interna de algunas de esas 
situaciones jurídicas. Sin embargo, persiste el Estado colombiano en regulaciones 
jurídicas un tanto contradictorias, pues mientras pregona un modelo de Estado que 
propende por lo social tal y como lo establece la Constitución Política de 1991. 
Mantiene por otro lado la vigencia de normas creadas para un modelo de Estado de 
Derecho, modelo en el cual no era tan relevante el ser humano y el respeto por sus 
derechos fundamentales en contraposición a lo establecido en la ley, así mismo, no 
reconoce o suscribe normas de carácter internacional que regulan la materia. 
Entre las normas establecidas a nivel internacional para la protección de los 
derechos de los trabajadores a la Seguridad Social y a todo lo que esto lleva 
implícito, y que deberían ser las que inspiraran toda la normatividad actual del 
Estado colombiano en esa materia, se encuentran: 
C-102 DE LA OIT CONVENIO SOBRE LA SEGURIDAD SOCIAL (NORMA 
MÍNIMA): En este tratado se encuentran consagrados unos mínimos que se deben 
establecer en materia de Seguridad Social por parte de los Estados que lo hayan 
suscrito, y en favor de los trabajadores que presten sus servicios laborales o 
profesionales en el territorio nacional. Cabe resaltar que Colombia no ha suscrito 
dicho tratado, dejando de cierto modo a su arbitrio la regulación sobre la materia, y 
si bien las normas de carácter internacional solo establecen unas condiciones 
mínimas de protección, el que no haya un compromiso formal por parte del Estado 
colombiano con respecto a este asunto evidencia su poco compromiso con la 
reivindicación a favor de sus trabajadores. Dentro de los mínimos establecidos en 
este convenio se encuentran:  
Parte II. Artículo 10. #4. Los departamentos gubernamentales o las instituciones que 
concedan las prestaciones deberán estimular a las personas protegidas, por cuantos 
medios puedan ser considerados apropiados, para que utilicen los servicios 
generales de salud puestos a su disposición por las autoridades públicas o por otros 
organismos reconocidos por las autoridades públicas. 
Parte III. Prestaciones Monetarias de Enfermedad. Artículo 13. Todo miembro para 





prestaciones monetarias de enfermedad a las personas protegidas, de conformidad 
con los artículos siguientes de esta parte. 
Artículo 14. La contingencia cubierta deberá comprender la incapacidad para 
trabajar, resultante de un estado mórbido, que entrañe la suspensión de ganancias 
según la defina la legislación nacional. 
Artículo 16. 1. Cuando la protección comprenda categorías de asalariados o 
categorías de la población económicamente activa, la prestación consistirá en un 
pago periódico calculado de conformidad con las disposiciones del artículo 65 o con 
las del artículo 66. 
2. Cuando la protección comprenda a todos los residentes cuyos recursos durante 
la contingencia no excedan de los límites prescritos, la prestación consistirá en un 
pago periódico calculado de conformidad con las disposiciones del artículo 67. 
Artículo 17. La prestación mencionada en el artículo 16 deberá garantizarse, en la 
contingencia cubierta, por lo menos a las personas protegidas que hayan cumplido 
el periodo de calificación que se considere necesario para evitar abusos. 
Artículo 18. La prestación mencionada en el en el artículo 16 deberá concederse 
durante todo el transcurso de la contingencia, a reserva de que su duración podrá 
limitarse a veintiséis semanas en cada caso de enfermedad, con la posibilidad de 
no pagarse la prestación por los tres primeros días de suspensión de ganancias.  
2. Cuando se haya formulado una declaración en virtud del artículo 3, la duración de 
la prestación podrá limitarse: 
(a) Sea a un periodo tal que el número total de días por los cuales se conceda 
la prestación en el transcurso de un año no sea inferior a diez veces el 
promedio de personas protegidas durante dicho año. 
(b) O bien trece semanas por cada caso de enfermedad, con la posibilidad 
de no pagarse la prestación por los tres primeros días de suspensión de 
ganancias (Convenio 102, 1952). 
C-130 DE LA OIT CONVENIO SOBRE ASISTENCIA MÉDICA Y PRESTACIONES 





así como las prestaciones monetarias a que tienen derecho los trabajadores en caso 
de sufrir una contingencia que afecte su vida y el desempeño de su actividad laboral. 
Con la aplicación de este convenio se busca garantizar a los trabajadores:  
PARTE I DISPOSICIONES GENERALES. 
Artículo 7. Las contingencias cubiertas deberán comprender:  
(a) La necesidad de asistencia médica curativa y en las condiciones prescritas, 
de asistencia médica preventiva. 
(b) La incapacidad para trabajar, tal como esté definida en la legislación 
nacional, que resulte de una enfermedad y que implique la suspensión de 
ganancias. 
PARTE III PRESTACIONES MONETARIAS DE ENFERMEDAD. 
Artículo 18. Todo miembro, bajo condiciones prescritas, deberá garantizar a las 
personas protegidas el suministro de prestaciones monetarias de enfermedad 
respecto de la contingencia mencionada en el artículo 7, apartado b). 
Artículo 21. La prestación monetaria de enfermedad mencionada en el artículo 18 
deberá consistir en un pago periódico calculado: 
(a) De conformidad con las disposiciones del artículo 22 o con las del artículo 
23, cuando estén protegidos los asalariados o categorías de la población 
económicamente activa. 
(b) De conformidad con las disposiciones del artículo 24, cuando estén 
protegidos todos los residentes cuyos recursos durante la contingencia no 
excedan de límites prescritos. 
Artículo 22. Con respecto a cualquier pago periódico al que se aplique el presente 
artículo, la cuantía de la prestación, aumentada con el importe de las asignaciones 
familiares  pagadas durante la contingencia, deberá ser tal que, para el beneficiario 
tipo, y respecto de la contingencia mencionada en el artículo 7, apartado b), sea por 
lo menos igual al 60 por ciento del total de las ganancias anteriores del beneficiario 
y del importe de las asignaciones familiares pagadas a una persona protegida que 





Artículo 24. Con respecto a cualquier pago periódico al que se aplique el presente 
artículo:  
(a) El monto de la prestación deberá determinarse de acuerdo con una escala 
prescrita o con una escala fijada por las autoridades públicas competentes 
de conformidad con las reglas prescritas; 
(b) El monto de la prestación no podrá reducirse sino en la medida en que los 
demás recursos de la familia del beneficiario excedan de sumas apreciables 
prescritas o fijadas por las autoridades competentes de conformidad con las 
reglas prescritas; 
(c) El total de la prestación y de los demás recursos de la familia, previa 
deducción de las sumas apreciables a que se refiere el apartado 
anterior, deberá ser suficiente para asegurar a la familia condiciones de 
vida sanas y convenientes, y no deberá ser inferior al monto de la 
prestación calculada de conformidad con las disposiciones del artículo 
23 (negrilla por fuera del texto). 
(d) Las disposiciones del apartado anterior se considerarán cumplidas si el 
monto total de las prestaciones monetarias de enfermedad pagadas en virtud 
del presente convenio excede por lo menos el 30 por ciento del monto total 
de las prestaciones que se obtendrían aplicando las disposiciones del 
artículo 23 y las del artículo 19, apartado b). 
(e) Artículo 25 Si la legislación del medio subordina el derecho a la prestación 
monetaria de enfermedad mencionada en el artículo 18 al cumplimento de 
un periodo de calificación por la persona protegida, las condiciones de ese 
periodo de calificación deberán ser tales que las personas que normalmente 
pertenezcan a las categorías de personas protegidas no sean privadas del 
derecho a beneficiarse de dicha prestación (Convenio 130, 1969). 
Es importante resaltar que las condiciones que busca garantizar el derecho 
internacional son las condiciones mínimas de las que deberían gozar las personas, 
y siempre la protección o tutela de los derechos debería ser de parte de los Estados, 
quienes son los llamados en primera instancia a brindar estas garantías a sus 





estado de debilidad que puede llegar a poner en peligro sus derechos 
fundamentales.  
Por otro lado, también se debe poner de presente que las normas que rigen el tema 
en concreto en materia internacional se encuentran un poco desactualizadas, por lo 
cual las regulaciones que proscriben no siempre serán acordes con las 
problemáticas de la sociedad actual, situación que debe ser valorada también por 
los Estados y con ello ajustar su normatividad a su contexto social en particular, de 
acuerdo con necesidades concretas. 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Pacto de San 
José). En esta convención, los Estados signatarios se comprometen a brindar a sus 
representados, unas condiciones de vida mínima a fin de garantizarles una vida 
digna y el respeto por sus derechos fundamentales, para lo cual establece: 
PREAMBULO 
Los Estados americanos signatarios de la presente convención,  
Reafirmando su propósito de consolidar en este continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, 
fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;  
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser 
nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de 
la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de 
naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho 
interno de los Estados americanos; 
Considerando que estos principios han sido considerados en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del hombre y en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos 
internacionales, tanto de ámbito universal como regional; 
Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 





si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos… 
CAPITULO III 
DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
Artículo 6. Desarrollo progresivo  
Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno 
como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 
para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de 
las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas 
en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el 
protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía 
legislativa u otros medios apropiados (Convención Americana sobre DD.HH., 1969). 
Es fundamental que esta normatividad internacional sea tenida en cuenta por el 
Estado colombiano a la hora de legislar en virtud a que se ha instituido para proteger 
a las personas y sus derechos, adicionalmente, porque al momento de suscribir o 
reconocer los tratados que las consagran adquirieron obligaciones en materia de 
derechos humanos que no pueden ser desconocidas y porque con su aplicación 
garantizan mejores condiciones de vida digna para su población que es uno de los 
fines que tiene el Estado colombiano, el de asegurar el bienestar y la prosperidad 
social, situación que no puede materializarse con los descuentos que hoy se efectúa 
a población vulnerable por condiciones de enfermedad.  
 
6.4.2. Marco Constitucional 
 
Actualmente, la Constitución Política de Colombia de 1991 es la norma de rango 
mayor en el ordenamiento jurídico interno, establece los principios, valores y reglas 
en que se funda el Estado colombiano y los derechos que garantiza para la 
materialización de los mismos. Dentro de esta se encuentran algunos artículos que 





colombiano (entre los cuales se encuentran la unidad de la Nación, la protección de 
la vida de las personas, la paz, la justicia, la igualdad, la libertad, la paz y el 
establecimiento de un orden político, económico y social justo). 
El Estado colombiano propende, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
primero de la Constitución política, por fijar un orden político en el que el Estado es 
un todo y sus normas aplican en todas partes del territorio, pero generando cierta 
autonomía en las diferentes regiones y permitiendo que estas puedan administrar 
con cierta independencia los recursos propios, sin perder de vista la visión general. 
Para ello se plantea que las bases fundamentales para el ejercicio de la actividad 
política son el respeto, la dignidad humana, la solidaridad y la prevalencia del interés 
general. Se establece además en el artículo segundo los fines del Estado que son:  
Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 
un orden justo (Const., 1991). 
Esto lo que nos plantea es hacía dónde pretende ir el Estado y qué es lo que se 
pretende lograr, lo que  termina por inspirar la actividad de los funcionarios públicos 
y privados para alcanzar tales resultados esperados. No se establece como una 
simple visión utópica, sino más bien como mandatos de optimización que deben ser 
puestos en marcha para la protección de los derechos de todas las personas que 
residan en el país. 
Pero, no se trata solo de establecer los fines por lograr, sino también la forma de 
hacerlos reales y para ello debe tenerse en cuenta los derechos que permiten 
alcanzar tales postulados. 
Es fundamental resaltar en este punto la función que desempeña el artículo cuarto 
constitucional que consagra el principio de la Supremacía Constitucional y que es 





puede hablar del abandono del modelo de Estado de Derecho, aquel en el cual solo 
importaba la legalidad, sin tener consideración alguna por los derechos 
fundamentales de las personas y por la afectación que se podía ocasionar a los 
mismos a partir de la aplicación estricta de la ley, situación que a partir de la 
interpretación sistémica de los preceptos constitucionales podría entenderse ya 
superada y que sin embargo, puede apreciarse desde la realidad algo diferente.  
Establece además la Constitución en su artículo quinto el reconocimiento sin 
discriminación alguna de los derechos inalienables de las personas, aquellos que le 
pertenecen por el mero hecho de existir y de los cuales no pueden ser privados bajo 
ninguna circunstancia, estos derechos garantizan algo fundamental y es la dignidad 
del hombre, el que este pueda sentirse pleno y satisfecho de acuerdo con su propia 
naturaleza. Aquí es primordial el reconocimiento que se hace de la familia, a la que 
se le denomina como institución básica de la sociedad y de la cual no se hace más 
precisiones sobre su conformación, pero que se puede establecerse de acuerdo con 
lo planteado por la Corte Constitucional, como una institución de una red amplía o 
pequeña, incluso formada por una sola persona, situación que no influye en su 
protección, pues lo que se pretende salvaguardar es la unidad, la solidaridad y la 
protección que esta pueda aportar a los individuos y así en conjunto materializar los 
fines del artículo segundo de la Constitución Política. 
Para lograr pues los fines, principios y valores constitucionales de que se ha 
hablado, es necesario que se fije de manera clara y precisa la protección del 
derecho a la vida, situación que se presenta en el artículo once de la Constitución 
Política, en el cual es claro que no se hace distinción alguna de lo que se protege y 
se deja por tanto un sentido amplio de esa categoría, por lo que ha sido la Corte 
Constitucional a través de su jurisprudencia la que ha tenido que fijar el alcance de 
este derecho en casos concretos a partir de la resolución de acciones de tutela,.  
Posteriormente, y de acuerdo con los fines de esta investigación, se resalta el 
artículo 42, en el que se establece ya no como un principio del Estado, sino como 





misma, alcance que fue ampliado a través de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional para garantizar las nuevas instituciones que fueron surgiendo con 
fines similares, pero disímiles al postulado constitucional inicial. Se establece 
además en este artículo, la protección que debe darse a la institución de la familia 
conformada a través de las diferentes modalidades y que busca garantizar las 
condiciones necesarias para que los individuos puedan alcanzar su máximo 
potencial a partir de su existencia y del establecimiento de unas condiciones de 
igualdad material, solidaridad y justicia social. En este punto es relevante ligar al 
artículo 42, los postulados de los artículos 44 y 45 de la Constitución Política, 
artículos que desarrolla los derechos fundamentales de los niños y niñas, y las 
condiciones de vida de los adolescentes, y que establece unas situaciones que 
deben ser puestas en marcha para salvaguardar su vida y su dignidad ya que como 
se ha mencionado, no se limitan a una mera existencia física o condiciones básicas 
de vida, sino que buscan desarrollar todas las posibilidades y virtudes que estos 
puedan tener para que puedan vincularse con la sociedad de forma activa y ser 
útiles a la misma. 
En este mismo sentido, el artículo 46 de la Constitución Política establece la 
protección que debe darse a las personas mayores que no pueden hacerse cargo 
de sí mismos, para esto plantean unos deberes en cabeza del Estado, pero también 
de la sociedad general y de las familias, pues todos están llamados a hacerse cargo 
de estas personas y de hacer que su vida en los últimos años sea digna y no permitir 
que sean excluidos por no estar ya en etapas productivas para el ejercicio laboral. 
A fin de garantizar la vida, integridad y protección de todos los ciudadanos, 
estableció el constituyente el derecho a la Seguridad Social, el cual es un servicio 
público que por mandato constitucional está en cabeza y bajo la dirección del Estado 
y que se rige por unos principios que permiten que sea más eficaz y amplio en su 
cobertura. Este artículo plantea:  
Artículo 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que 





principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca 
la Ley.  
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 
El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en 
la forma que determine la Ley. 
La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 
conformidad con la ley. 
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 
Social para fines diferentes a ella. 
De la mano del artículo 48, se encuentra el artículo 49, el cual establece el servicio 
de salud y las condiciones de acceso, organización y prestación del mismo. En este 
artículo se plantea el principio de descentralización en la prestación del servicio, el 
cual deja la posibilidad de que los particulares o las entidades públicas puedan 
encargarse de la prestación del mismo y sobre todo la condición de que sin importar 
si las personas cuenten con recursos económicos suficientes o no, puedan acceder 
a él como garantía implícita del modelo de Estado Social de Derecho. 
En esta misma línea de brindar protección a los individuos y de garantizar el 
bienestar y la solidaridad para hacer efectivo el principio de dignidad, la Constitución 
Política establece en su artículo 51 el derecho a una vivienda digna, derecho que 
se plantea no como una prerrogativa o potestad del Estado, sino como un deber 
para este y por lo cual le fija unas condiciones que deben cumplir los funcionarios 
públicos para efectos de materializarlo, tal como lo es el establecimiento de planes 
de vivienda de interés social, sistemas de financiación y formas de asociación de 
vivienda. 
De otra parte, teniendo presente que el bienestar de los individuos no radica solo 





y 67 como derechos, el ejercicio del deporte y las manifestaciones recreativas, y el 
derecho a la educación, esto previendo la necesidad de los individuos de ser seres 
integrales que requieren de espacios para alcanzar su máximo desarrollo y 
formación y estableciendo en consecuencia con los fines buscados, unas 
condiciones u obligaciones en cabeza del estado para concretizarles.  
Por su parte, en cuenta a la protección de los trabajadores, se tiene además el 
artículo 53 de la Constitución Política, el cual plantea que los convenios 
internacionales que establecen normas de protección a trabajadores y que han sido 
debidamente ratificados, forman parte de la legislación interna sobre la materia y 
que las normas del derecho interno no pueden menoscabar la dignidad humana, 
base central del Estado Social de Derecho. 
Finalmente, se encuentran los artículos 93 y 94 de la Constitución Política, artículos 
que contemplan la importancia del reconocimiento de normas de derecho 
internacional sobre derechos humanos, la forma en que los derechos consagrados 
en la Constitución Política deben interpretarse para ser más garantes y amplios en 
su protección.  
Existen además un principio constitucional fundamental que debe ser materia de 
estudio en el presente proyecto de investigación, este se encuentran contenido en 
los artículos 48 y 334 de la Constitución Política, este principio fue incorporado a 
partir de la expedición de los Actos Legislativos 01 de 2005 y 03 de 2011 y se 
denomina “Principio de Sostenibilidad Fiscal”. Este principio consagra una 
obligación para los agentes del Estado a fin de que estos efectúen el presupuesto 
de los gastos del Estado teniendo en cuenta que no debe ser superior a los ingresos 
con que se cuenta a fin de hacer sostenible financieramente al Estado colombiano 
y que se ha convertido en uno de los elementos en que más se excusan los 
funcionarios públicos para negar la prestación de los servicios públicos o la 





A partir de lo mencionado, puede apreciarse como todos los valores, principios y 
derechos mencionados, evidencian el objeto supremo que consagra la Constitución 
Política, dejando de presente a dónde se dirige el Estado colombiano y lo que debe 
hacer para poder concretar lo que el modelo de Estado vigente representa, no 
puede entonces dejarse de lado todo este articulado a la hora de hacer valoraciones 
o análisis sobre el fin del modelo de Estado Social de Derecho en Colombia, pues 
es en el desarrollo constitucional donde precisamente se sientan las bases de ese 
postulado. También en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ya que no existe 
una teoría general de lo que ese modelo de Estado representa que pueda aplicarse 
indistintamente, sino que, por el contrario, deben hacerse valoraciones donde se 
articulen los postulados constitucionales de acuerdo con la cultura y condiciones 
socioeconómicas de cada población en particular a fin de que estos postulados sean 
viables y también eficaces. 
6.4.3. Marco Legal Interno  
De acuerdo con lo planteado en el presente proyecto de investigación, se plantea 
analizar el ordenamiento legal que presenta mayor relevancia. 
En primer lugar, se encuentra la Ley 100 de 1993, la cual en su artículo 206, al 
establecer el pago de incapacidades a trabajadores del Régimen Contributivo de 
Salud, hace una remisión normativa a las disposiciones legales que se encuentren 
vigentes sobre la materia, lo cual ha de entenderse como el artículo 227 del Código 
Sustantivo del Trabajo y la Seguridad Social (Ley 100, 1993). 
En segundo lugar, se encuentra el Decreto 2663 de 1950, el cual en su artículo 227 
contiene la norma que regula y establece los diferentes montos a pagar por 
concepto de indemnización por enfermedad de origen no profesional, esta norma 
es relevante toda vez que en ella se establecen los preceptos que se cuestionan en 
el presente proyecto de investigación, por considerarse contradictorios con el 
modelo de Estado Social de Derecho y que inciden en los derechos al mínimo vital 





No pueden considerarse estas normas de manera aislada de las normas 
constitucionales porque como bien se establece con el principio de Supremacía 
Constitucional, la normas legales que establezca el Estado colombiano deben ser 
acordes a los postulados constitucionales, en especial con toda la parte dogmática, 
lo cual implica que para determinar si continúan vigentes o no, debería hacerse un 
análisis de estas frente a los postulados de la Constitución Política, análisis que de 
cierto modo fue efectuado, pero frente a cargos diferentes a los que plantea esta 
investigación, pues lo que la Corte Constitucional definió en concreto fue si con el 
contenido del artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo se vulneraba el 
derecho a la igualdad de los trabajadores que percibían un auxilio por incapacidad 
por enfermedad de origen común, frente a quienes percibían el auxilio por 
incapacidad de origen laboral.  
Es relevante entonces hacer las valoraciones del caso y así establecer la incidencia 
que tiene la aplicación de estas normas legales, respecto de los postulados que 
plantea el modelo de Estado Social de Derecho que desarrolla la Constitución 
Política. 
 
6.4.4. Marco Jurisprudencial 
Teniendo en cuenta el papel que desempeña la Corte Constitucional dentro de las 
instituciones jurídicas y poniendo de presente que su papel principal es el de ser la 
guardiana o protectora de la Constitución y de los principios, valores y principios allí 
contenidos, se hace necesario efectuar un análisis de su jurisprudencia y de lo que 
esta plantea respecto al modelo de Estado Social de Derecho, así como de los 
conceptos de vida digna y mínimo vital. Respecto a estos temas ha dicho la Corte: 
La Corte Constitucional se ha manifestado sobre el derecho fundamental al mínimo 
vital, en la sentencia T-311 de 1996, frente a la falta de pago de incapacidades de 






El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el 
trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente 
certificada, según las disposiciones legales. 
Entonces, no solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo 
sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse 
satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse 
por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto 
de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia. 
Y es que el trabajador tiene derecho a que se le retribuyan sus servicios, pero 
también a que se le otorgue justo trato durante el tiempo en que permanece 
involuntariamente inactivo por causa de perturbaciones en su salud”. 
Posteriormente dice:  
Cuando hay menores de por medio, pueden resultar amenazados sus derechos 
fundamentales, pues prácticamente todos los que enuncia el artículo 44 de la 
Constitución -la vida, la salud, la alimentación equilibrada, la educación, la 
protección contra toda forma de abandono- resultan comprometidos por las 
deficiencias económicas de quien es cabeza de familia. 
Ahora bien, el no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el 
desconocimiento de un derecho de índole laboral, pero puede generar, además, la 
violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de 
subsistencia para una persona y su familia. No solo se atenta contra el derecho al 
trabajo en cuanto se hacen indignas las condiciones del mismo sino que también se 
puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en peligro la vida, si 
la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar 
sus labores para suministrar el necesario sustento a los suyos (Corte 
Constitucional, Sentencia T-311, 1996). 
Se puede apreciar en palabras de la Corte como el pago de esas incapacidades 
cumple con las garantías al mínimo vital que establece la Constitución Política. 





La Corte ha explicado que “el objeto del derecho fundamental al mínimo vital abarca 
todas las medidas positivas o negativas constitucionalmente ordenadas con el fin de 
evitar que la persona se vea reducida en su valor intrínseco como ser humano debido 
a que no cuenta con las condiciones materiales que le permitan llevar una existencia 
digna. Este derecho fundamental busca garantizar que la persona, centro del 
ordenamiento jurídico, no se convierta en instrumento de otros fines, objetivos, 
propósitos, bienes o intereses, por importantes o valiosos que ellos sean. Tal derecho 
protege a la persona, en consecuencia, contra toda forma de degradación que 
comprometa no sólo su subsistencia física sino por sobre todo su valor intrínseco. 
La Corte ha igualmente puesto de presente que “el derecho fundamental al mínimo vital 
presenta una dimensión positiva y una negativa. La dimensión positiva de este derecho 
fundamental presupone que el Estado, y ocasionalmente los particulares, cuando se 
reúnen las condiciones de urgencia, y otras señaladas en las leyes y en la jurisprudencia 
constitucional, están obligados a suministrar a la persona que se encuentra en una 
situación en la cual ella misma no se puede desempeñar autónomamente y que 
compromete las condiciones materiales de su existencia, las prestaciones necesarias e 
indispensables para sobrevivir dignamente y evitar su degradación o aniquilamiento 
como ser humano. Por su parte, respecto de la dimensión negativa, el derecho 
fundamental al mínimo vital se constituye en un límite o cota inferior que no puede ser 
traspasado por el Estado, en materia de disposición de los recursos materiales que la 
persona necesita para llevar una existencia digna. Es por ello que institucionales como 
la inembargabilidad de parte del salario, la prohibición de la confiscación, la 
indisponibilidad de los derechos laborales o el amparo de pobreza, entre otros, 
constituyen ejemplos concretos del mencionado límite inferior que excluye ciertos 
recursos materiales de la competencia dispositiva del Estado o de otros particulares 
(Corte Constitucional, Sentencia C-543, 2007).  
Además de lo ya expuesto, se hace importante mencionar la sentencia T-678 de 
2017 en la cual la Corte dijo refiriéndose a su propio precedente: 
El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la porción de los 
ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 





los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas 
cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad 
humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional (Corte 
Constitucional, Sentencia T-678, 2017). 
De otro lado, en lo tocante al derecho fundamental a una vida digna ha manifestado 
a través de la sentencia T- 444 de 1999 lo siguiente: 
En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin 
tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, 
supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 
posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera que 
cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo 
evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 de 
la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que conducen 
a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de desaparecer son 
contrarias a la referida disposición superior, sino también todas las circunstancias 
que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla insoportable. Una de ellas, 
ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o suprimirse, cuya extensión 
injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida de la persona, 
entendida como el derecho a una existencia digna. También quebranta esta garantía 
constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con respecto 
a los demás, cuando puede ser como ellos y la consecución de ese estado se 
encuentra en manos de otros; con más veras cuando ello puede alcanzarlo el 
Estado, principal obligado a establecer condiciones de bienestar para sus asociados 
(Corte Constitucional, Sentencia T-444, 1999). 
Debe tenerse presente que, si bien esta jurisprudencia se aplica a casos 
específicos, lo realmente importante es la connotación que tal concepto abarca. 





Ahora bien: el derecho fundamental a la vida que garantiza la Constitución -preámbulo 
y artículos 1, 2 y 11-, no se reduce a la mera existencia biológica, sino que expresa 
una relación necesaria con la posibilidad que les asiste a todas las personas 
de desarrollar dignamente todas las facultades inherentes al ser humano.  Sin duda, 
cuando se habla de la posibilidad de existir y desarrollar un determinado proyecto de 
vida, es necesario pensar en las condiciones que hagan posible la expresión autónoma 
y completa de las características de cada individuo en todos los campos de la 
experiencia. 
Más adelante y en la misma sentencia, citando su propio precedente dijo:  
Es que el concepto de dignidad humana no constituye hoy, en el sistema 
colombiano, un recurso literario u oratorio, ni un adorno para la exposición 
jurídica, sino un principio constitucional, elevado al nivel de fundamento del 
Estado y base del ordenamiento y de la actividad de las autoridades públicas. 
    
En virtud de la dignidad humana se justifica la consagración de los derechos 
humanos como elemento esencial de la Constitución Política (art. 1 C.P.) y como 
factor de consenso entre los Estados, a través de las cláusulas de los tratados 
públicos sobre la materia (art. 93 C.P.). 
    
La dignidad de la persona se funda en el hecho incontrovertible de que el ser 
humano es, en cuanto tal, único en relación con los otros seres vivos, dotado de 
la racionalidad como elemento propio, diferencial y específico, por lo cual excluye 
que se lo convierta en medio para lograr finalidades estatales o privadas, pues, 
como lo ha repetido la jurisprudencia, la persona es 'un fin en sí misma'. Pero, 
además, tal concepto, acogido por la Constitución, descarta toda actitud 
despectiva frente a sus necesidades corporales y espirituales, todas las cuales 
merecen atención en el Estado Social de Derecho, que reconoce en el ser 
humano la razón de su existencia, la base y justificación del sistema jurídico. 
    
"Ese concepto se traduce en la idea, prohijada por la Corte, de que no se 
garantiza bien ningún derecho de los que la Constitución califica de 





condena a sobrevivir en condiciones inferiores a las que la naturaleza le señale 
en cuanto ser humano. Es decir, cuando, como en los casos materia de examen, 
personas menores deben afrontar una evolución irregular de sus sistemas físico 
y sicológico en condiciones de desamparo (Corte Constitucional, Sentencia T-
926, 1999). 
 
Finalmente, Frente al modelo de Estado Social de Derecho ha establecido la 
Corte 
“I. EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
  
La fórmula del artículo primero de la Constitución, ampliada y respaldada a través 
de todo el texto fundamental, según la cual Colombia se define como un 
Estado social de derecho, es de una importancia sin precedentes en el contexto del 
constitucionalismo colombiano. Esta importancia amerita un pronunciamiento de la 
Corte sobre el alcance de este concepto y sobre su sentido e interpretación, no sólo 
en el contexto internacional -del cual sin duda alguna se nutrió la Asamblea Nacional 
Constituyente- sino en la Constitución misma, vista como una norma autónoma. 
Para ello ninguna ocasión tan oportuna como la que se refiere a la definición de los 





A.  Origen y delimitación conceptual 
  
1. Lo primero que debe ser advertido es que el término "social", ahora agregado a 
la clásica fórmula del Estado de Derecho, no debe ser entendido como una simple 
muletilla retórica que proporciona un elegante toque de filantropía a la idea 
tradicional del derecho y del Estado. Una larga historia de transformaciones 
institucionales en las principales democracias constitucionales del mundo, está 
presente para dar testimonio de la trascendencia de este concepto… 
2. Estos cambios han producido en el derecho no sólo una transformación 





cualitativo, debido al surgimiento de una nueva manera de interpretar el derecho, 
cuyo concepto clave puede ser resumido de la siguiente manera: pérdida de la 
importancia sacramental del texto legal entendido como emanación de la 
voluntad popular  y mayor preocupación por la justicia material y por el logro 
de soluciones que consulten la especificidad de los hechos. Estas 
características adquieren una relevancia especial en el campo del derecho 
constitucional, debido a la generalidad de sus textos y a la consagración que allí se 
hace de los principios básicos de la organización política. De aquí la enorme 
importancia que adquiere el juez constitucional en el Estado social de derecho. 
3. La complejidad del sistema, tanto en lo que se refiere a los hechos objeto de la 
regulación, como a la regulación misma, hace infructuosa la pretensión racionalista 
que consiste en prever todos los conflictos sociales posibles para luego asignar a 
cada uno de ellos la solución normativa correspondiente. En el sistema jurídico del 
Estado social de derecho se acentúa de manera dramática el problema -planteado 
ya por Aristóteles- de la necesidad de adaptar, corregir, acondicionar la aplicación 
de la norma por medio de la intervención del juez. Pero esta intervención no se 
manifiesta sólo como el mecanismo necesario para solucionar una disfunción, 
sino también, y sobre todo, como un elemento indispensable para mejorar las 
condiciones de comunicación entre el derecho y la sociedad, es decir, para 
favorecer el logro del valor justicia (de la comunicación entre derecho y realidad), 
así ello conlleve un detrimento de la seguridad jurídica. 
4. Es justamente aquí, en esta relación entre justicia y seguridad jurídica, en donde 
se encuentra el salto cualitativo ya mencionado: El sistema jurídico creado por el 
Estado liberal tenía su centro de gravedad en el concepto de ley, de código. La 
norma legal, en consecuencia, tenía una enorme importancia formal y material, 
como principal referente de la validez y como depositaria de la justicia y de la 
legitimidad del sistema. En el Estado intervencionista se desvanece buena parte 
de la importancia formal (validez) y de la importancia material (justicia) de la 
ley. 
5. La Constitución colombiana recoge ampliamente los postulados normativos del 
Estado social de derecho. Ello se comprueba no solo al repasar lo consagrado en la 
lista de los principios y de la Carta de derechos, sino también en la organización del 





irradia todo el texto fundamental y por lo menos tres postulados se desprenden del 
artículo primero: 
  
a) El Estado es definido a través de sus caracteres esenciales. Entre estos 
caracteres y el Estado la relación es ontológica: El Estado Colombiano es tal, en 
tanto sus elementos esenciales están presentes; no se trata de cualidades, 
capacidades o dotes del Estado, sino de su propia naturaleza, de su propio ser. 
  
b) Los caracteres esenciales del Estado tienen que ver no solo con la organización 
entre poderes y la producción y aplicación del derecho, sino también y de manera 
especial, con el compromiso por la defensa de contenidos jurídicos materiales 
El sentido y alcance del artículo primero no puede ser desentrañado plenamente a 
partir de una interpretación reducida al análisis de su texto. Cada una de las palabras 
del artículo posee una enorme carga semántica, la cual a través de la historia del 
constitucionalismo occidental, se ha ido decantando en una serie de nociones 
básicas que delimitan su alcance y lo hacen coherente y razonable. Una 
interpretación que se aparte del contexto nacional e internacional en el cual han 
tenido formación los conceptos del artículo primero, puede dar lugar a soluciones 
amañadas y contradictorias. 
  
En síntesis, la Constitución está concebida de tal manera que la parte 
orgánica de la misma solo adquiere sentido y razón de ser como aplicación y 
puesta en obra de los principios y de los derechos inscritos en la parte 
dogmática de la misma. La carta de derechos, la nacionalidad, la participación 
ciudadana, la estructura del Estado, las funciones de los poderes, los 
mecanismos de control, las elecciones, la organización territorial y los 
mecanismos de reforma, se comprenden y justifican como transmisión 
instrumental de los principios y valores constitucionales. No es posible, 
entonces, interpretar una institución o un procedimiento previsto por la 
Constitución por fuera de los contenidos materiales plasmados en los 






Es fundamental tener claras las consideraciones efectuadas por la Corte 
Constitucional a través de las cuales le da sentido a todo el contenido de la 
Constitución Política, interpretando el alcance de los principios, valores y derechos 
allí contenidos, explicando también en qué consiste el modelo de Estado Social de 
Derecho desde las diferentes categorías que este postulado incorpora y desde su 
funcionamiento en la parte teórica, porque es solo a partir de estos alcances que se 
dan por parte de la Corte, que se pueden efectuar los análisis o valoraciones 
respecto a si los postulados normativos del artículo 227 del Código Sustantivo del 
Trabajo vulneran o no los preceptos constitucionales y si afectan o no el modelo de 
Estado Social de Derecho y los derechos a la vida digna y mínimo vital. 
Es evidente la relación o conexidad que se presenta entre la aplicación o 
concretización de los derechos a la vida digna y mínimo vital, respecto al 
cumplimiento de las finalidades que pretende alcanzar el modelo de Estado Social 
de Derecho. Existe un vínculo de relación o dependencia entre los mismos, puesto 
que aquellos llevan a la eficacia del aquel; sin ellos no podría hablarse de ese 
modelo de Estado sino de otro totalmente diferente que es lo que en algunas 
sentencias ha analizado la Corte Constitucional para verificar si se presenta una 
sustitución del modelo de Estado a partir de las modificaciones efectuadas a la 
Constitución Política a través de los Actos Legislativos. Sin garantía de la dignidad 
humana y sin garantía del derecho al mínimo vital, no podría hablarse pues de un 
modelo de Estado Social de Derecho, pues el ser humano es el centro mismo de 
este modelo de Estado y no es solo el hecho de que el hombre exista como ya se 
ha mencionado, sino que se trata de que este pueda desarrollar su máximo 
potencial, el cual por lo general no puede alcanzar por sí mismo, por lo que se hace 
necesario que el Estado intervenga en la esfera de lo público y de las relaciones 
sociales privadas, a fin de permitir que dichos postulados puedan materializarse, 
porque de nada sirve tener en papel unas consideraciones tal como sucedió en 
alguna época con la Constitución del Estado de Prusia, donde en la Constitución se 
encontraban consagrados unos principios y valores y en la práctica se encontraban 





Teniendo clara la postura de la Corte sobre el alcance de los contenidos del modelo 
de Estado Social de Derecho, del derecho a la vida digna y del derecho al mínimo 
vital, puede entonces realizarse un análisis sobre cómo en determinados casos 
estos postulados se ven afectados cuando se paga un auxilio de incapacidad al cual 
se le efectúan unos descuentos injustificados desde la parte dogmática y sobre todo 
sin tener consideraciones de carácter personal sobre aquellos que se ven afectados 
con tales descuentos. 
 
6.5. MARCO CONCEPTUAL 
 
6.5.1. Respecto a la Seguridad Social en Colombia, es fundamental manifestar 
que está compuesta por las diferentes normas, principios e instituciones que ha 
establecido el Estado y que se encargan de proteger y cubrir las diferentes 
contingencias que puede presentar una persona por razones de salud, 
enfermedades de origen laboral, vejez, accidente de trabajo o invalidez.  Este 
sistema no cubre todas las contingencias que pueden afectar a la persona humana, 
sino aquellas que se plantean como garantías mínimas con que deben contar las 
personas. De acuerdo con el principio de universalidad establecido en la Ley 100, 
no está restringido a trabajadores, sino que protege a todas las personas (aunque 
algunas de sus prestaciones si se encuentran restringidas de manera específica).  
6.5.2. En lo relacionado con las Entidades Promotoras de Salud (EPS), estas son 
las empresas encargadas de realizar la afiliación de los usuarios del sistema y el 
recaudo de las cotizaciones que efectúan los trabajadores dependientes o 
independientes y de realizar las consignaciones de tales valores a la Administradora 
de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES). Cabe 
resaltar que se encuentran encargadas de organizar y garantizar por sí mismas o 
por medio de terceros, la prestación de los Servicios de Salud. 
6.5.3. Para esta investigación, la Incapacidad Temporal de Origen Común, es 





inhabilidad transitoria bien sea física o mental, por causa de enfermedad o accidente 
que no tenga relación alguna con enfermedad o accidente laboral.  
6.5.4. Referente al Derecho al Mínimo Vital, este implica el derecho que tienen los 
trabajadores de contar con unos recursos mínimos para su subsistencia, los cuales 
se destinan a cubrir las necesidades básicas de estos, así como de su núcleo 
familiar, en lo tocante a los siguientes aspectos: salud, alimentación, vestido, 
vivienda, acceso a servicios públicos domiciliarios y recreación.  
6.5.5. Finalmente, respecto al Auxilio por Incapacidad Temporal, se tiene que es 
un reconocimiento de una prestación económica así como el respectivo pago de la 
misma, a un trabajador que se encuentre incapacitado temporalmente por causa de 
una enfermedad de origen común, la cual será asumida por diferentes entidades, 
de acuerdo con el tiempo de duración de la misma que puede ser máximo hasta de 
540 días y la cual se paga al trabajador por sumas equivalentes al 100%, 66,66% o 
50%. 
 
7. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
7.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN  
 
Este proyecto de investigación es de tipo jurídico dado que se centra en el estudio 
de la normatividad vigente en la Constitución Política que consagra el modelo de 
Estado Social de Derecho y los derechos a la vida digna y mínimo vital, así como la 
normatividad vigente en materia de Seguridad Social que regula el monto 
reconocido como auxilio por incapacidad a los trabajadores por causa de una 
enfermedad de origen común superior a tres días e inferior a quinientos cuarenta, 






7.2. ENFOQUE DE INVESTIGACIÓN 
 
El proyecto de investigación denominado Afectación a los Derechos a la Vida y 
Mínimo vital en el Estado Social de Derecho Colombiano, tiene un enfoque 
cualitativo teniendo en cuenta que se desarrollará bajo la descripción y análisis de 
la normatividad vigente en la Constitución Política que consagra el modelo de 
Estado Social de Derecho y los derechos a la vida digna y mínimo vital, así como la 
normatividad vigente en materia de derecho laboral y seguridad social que genera 
una vulneración a los derechos de los trabajadores que son incapacitados por más 
de tres días y hasta quinientos cuarenta días y que ven afectados sus derechos a 
la vida digna y mínimo vital, derechos que se encuentran amparados por la 
Constitución Política y el modelo de Estado Social de Derecho. 
 
7.3. ALCANCE DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El alcance de la investigación que se propone para  este proyecto de investigación 
es explicativo-analítico, dado que desde la perspectiva explicativa se establecerán 
las distintas connotaciones e implicaciones que tienen los derechos a la vida digna 
y mínimo vital para el actual ordenamiento jurídico colombiano y el sistema o modelo 
de derecho que este pregona, así como de los mecanismos idóneos que contempla 
el ordenamiento jurídico a partir de los cuales se puede hacer efectivos tales 
derechos sin incurrir en dilaciones injustificadas en su protección; y, a partir del 
método analítico deductivo, se explicará la afectación a estos derechos en 
trabajadores incapacitados por enfermedad de origen común con la aplicación de 
las normas que autorizan de manera genérica un descuento de entre la tercera parte 
y la mitad de los ingresos que perciben por concepto de auxilio de incapacidad 
laboral, sobre el 100% del salario que perciben cuando concurren a trabajar, en los 
casos en que dicha incapacidad sea superior a tres días y hasta quinientos cuarenta 





superior a un SMLMV, vulnerando además los preceptos del Modelo de Estado 
Social de Derecho. 
 
7.4. INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN 
 
Dada la importancia que tiene la recolección de la información para el desarrollo de 
los objetivos específicos y que la misma se lleve a cabo de forma sistematizada y 
organizada, se proponen los siguientes instrumentos de recolección de información: 
 
 Para el desarrollo del primer objetivo específico que consiste en analizar el 
marco jurídico que consagra una deducción de los ingresos que perciben por 
concepto de auxilio de incapacidad, los trabajadores incapacitados por más de 
tres días y hasta un máximo de quinientos cuarenta días, cuyos aportes al 
Sistema de Seguridad Social en salud se cotizan por un valor superior a un 
Salario Mínimo Legal, se propone como instrumento de recolección de 
información, la aplicación de una matriz de análisis de información a las normas 
que consagran tales preceptos. 
 
 En cuanto al desarrollo del segundo objetivo específico, que busca Describir los 
fundamentos del modelo de Estado Social de Derecho y la afectación que se 
presenta a los mismos y a derechos fundamentales a la vida digna y mínimo vital 
con la deducción que se realiza a los trabajadores que son incapacitados por 
causa de una enfermedad de origen común por más de tres días y hasta un 
máximo de quinientos cuarenta días y que cotizan por un valor superior a un 
Salario Mínimo Legal, se establece como instrumento de recolección de 
información la Matriz de análisis sobre lo que implica el modelo de Estado Social 
de Derecho y los conceptos de vida digna y mínimo vital consagrados por la 






 En lo tocante al tercer objetivo específico, esto es, Identificar los mecanismos 
idóneos con que cuenta el Estado a partir del modelo de  Estado Social de 
Derecho que pregona, para garantizar el derecho al mínimo vital de las personas 
que son incapacitados por causa de una enfermedad de origen común por más 
de tres días y hasta un máximo de quinientos cuarenta días y que cotizan por un 
valor superior a un Salario Mínimo Legal, se tomarán como instrumentos de 
recolección de información la Matriz de análisis sobre los diferentes mecanismos 






7.5. TÉCNICAS DE ANÁLISIS DE INFORMACIÓN 
 
Se propone como técnica de investigación, la revisión documental, a partir del 
estudio de las normas legales, los principios y valores constitucionales que 
describen el modelo de Estado Social de Derecho, y la interpretación jurisprudencial 
de los mismos. Así como un análisis sistemático y teleológico de la información 
obtenida. 
 
8. RESULTADOS ESPERADOS 
 
Producto Esperado Indicador de 
Cumplimiento 
Beneficiarios 
Análisis de Desarrollo de 
Proceso Metodológico. 
Documento de Análisis 
de información 
incorporado a la 
investigación 
Comunidad académica.  
Propuesta Alternativa de 
Solución Normativa 
como Recomendación.  
Redacción de Artículo 
227 del Código 








9. ESTRATEGIA DE SOCIALIZACIÓN 
 
Producto a Socializar Estrategia de Socialización 
Análisis de Desarrollo de Proceso 
Metodológico. 
Tertulia con comunidad académica. 
Propuesta Alternativa de Solución 
Normativa como Recomendación.  
 Tertulia con comunidad 
Académica. 
 Entrevista tipo conversatorio 
destinado a la comunidad en 
general, en asocio con empresa 




10. MATRIZ ANÁLISIS DE INFORMACIÓN 





11.1 ANÁLISIS DE DESARROLLO DE PROCESO METODOLÓGICO 
 
11.1.1 CAPÍTULO I, ANÁLISIS DE LA NORMA LEGAL (OBJETIVO 
ESPECÍFICO I) 
 
A partir del examen de la norma legal que contempla en Colombia el pago de Auxilio 
de incapacidad a trabajadores que se encuentran incapacitados por más de tres 
días y hasta quinientos cuarenta por causa de una enfermedad de origen común, 
puede establecerse que la misma es de carácter limitado, ello dado que  la 
normatividad legal que desarrolla un asunto de vital importancia para los 
trabajadores, se circunscribe a lo contemplado en el artículo 227 CSTSS. Puede 
apreciarse sobre la misma que es una norma cerrada, ésta no admite consideración 
alguna para su exclusión (ver matriz de análisis de información del segundo 





condiciones que consagran la misma deben ser sus destinatarios. Analizando la 
aplicación taxativa que comporta esa norma en un modelo de Estado como lo es el 
de Estado Social de Derecho, puede deducirse a partir de allí que la fijación de la 
norma, así como ese absolutismo e imposibilidad de tener en cuenta 
consideraciones distintas en casos concretos, amenazan derechos fundamentales 
de aquellos que por razones particulares se ven afectados con los descuentos que 
se les efectúan por concepto de pago de auxilio de incapacidad y que no alcanzan 
en todos los casos a cubrir los gastos necesarios para su sostenimiento y el de su 
núcleo familiar. Es de especial consideración el caso de las personas que perciben 
entre dos y cuatro Salarios Mínimos Mensuales Legales, pues por lo general son la 
población que más afectada puede verse con los descuentos que se les realiza por 
causa de lo consagrado en el artículo 227, toda vez que son personas clase media 
a quienes sus ingresos en caso de incapacidad por enfermedad de origen común 
se les disminuye entre un 33,33 y un 50 % sin tener en cuenta su situación 
socioeconómica particular para llevar a cabo tal deducción y que si bien ésta no 
incurre en gastos para acudir a trabajar, ello no implica que sus gastos se reduzcan 
en proporción alguna o reciban beneficio adicional por tal situación que compence 
el monto de la deducción económica que sufren. 
Respecto a esta norma, se tiene que la misma es anterior a la expedición de la 
Constitución Política de 1991, su origen se dio a mediados del siglo XX bajo el 
modelo de Estado de Derecho que regía para el momento y no sufrió modificación 
alguna después del cambio de modelo de Estado. 
Debe tenerse en cuenta que actualmente solo puede considerarse como único 
sustento dogmático indirecto para conservar la vigencia de esta norma que 
consagra el efectuar deducciones a los trabajadores incapacitados por una 
enfermedad de origen común que tengan ingresos superiores a un Salario Mínimo 
Mensual Legal Vigente, el principio de sostenibilidad fiscal, el cual establece la 
necesidad de ajustar el gasto público a los ingresos percibidos por la organización 
estatal para evitar un déficit fiscal, referente a este principio, se puede decir que el 





artículo primero del Acto Legislativo 03 de 2011 que modificó el artículo 334 de la 
Constitución Política. 
 
11.1.2 CÁPITULO II, ESTADO SOCIAL DE DERECHO Y DERECHOS AL 
MÍNIMO VITAL Y VIDA DIGNA (OBJETIVO ESPECÍFICO II) 
 
Respecto a lo que implica el Estado Social de Derecho, puede apreciarse la 
importancia que tiene para el mismo el establecimiento de unas condiciones de 
protección a favor de los ciudadanos, este es el principal denominador que se 
obtiene de la lectura de las sentencias de la Corte Constitucional (ver matriz de 
análisis de información del segundo objetivo), no solo cuando se refieren al Estado 
Social de Derecho como tal, sino cuando efectúan consideraciones para determinar 
si tutelar o no el derecho de los ciudadanos, así como también para declarar si los 
preceptos de una norma se ajustan o no a los postulados constitucionales. El 
concepto de Estado Social de Derecho tomó fuerza en Colombia a partir de la 
implementación de la Constitución Política de 1991, la cual en su artículo primero 
estableció la importancia del respeto a la dignidad, la solidaridad y la prevalencia de 
un interés general (Const., 1991). Fue precisamente a partir de lo estipulado allí por 
el constituyente y con la creación de la Corte Constitucional, que se establecieron 
las bases para que de manera precisa se terminara delimitando el verdadero sentido 
de lo que es un Estado Social de Derecho.  
Es solo a partir de la jurisprudencia de la Corte Constitucional que puede 
encontrarse el verdadero sentido y alcance de tal concepto en el Estado 
colombiano, pues aunque existen criterios generales para definirlo, debe tenerse en 
cuenta también que los postulados o principios que rigen este sistema deben estar 
inspirados por características y condiciones específicas como lo son la cultura de 
una población. Es por eso que al definir la vigencia de este modelo de Estado para 
Colombia, jugaron un papel fundamental las dos primeras generaciones de juristas 
que la conformaron y que apostaron tal como lo hace esta investigación, por el 





fue creada por Luigi Ferrajoli,  la cual no se enfoca solo en la idea de la protección 
a los derechos, sino al establecimiento de herramientas que permitan garantizar o 
hacer efectivos esos derechos. Plantea precisamente la teoría garantista, el deber 
que tiene el Estado de brindar protección a los derechos de las personas que 
permanezcan dentro de su territorio y a partir de ello, enmarcar todas las acciones 
del mismo para el cumplimiento de los principios y valores constitucionales. Por lo 
que en este punto es fundamental el planteamiento de herramientas que permitan 
hacer efectivos los derechos, pues no sirve de nada que estos sean considerados 
si no se cuenta con instrumentos que permitan solicitarles y concederlos. 
Se pudo establecer a partir de esta investigación que el modelo de Estado Social 
de Derecho en general es una combinación entre el Estado de Bienestar y el Estado 
Constitucional Democrático. Según la Corte, de acuerdo con los postulados del 
Estado de Bienestar, “el Estado Social es el Estado que garantiza estándares 
mínimos de salario, alimentación, salud, habitación, educación, asegurados para 
todos los ciudadanos bajo la idea de derecho y no simplemente de caridad”. (Corte 
Constitucional, Sentencia T-406, 1992). Respecto al Estado constitucional 
democrático, se puede decir que es aquel que propende por la actividad 
intervencionista del Estado en favor de la protección de derechos constitucionales, 
así como los de segunda y tercera generación. Lo que propende el modelo de 
Estado Social de Derecho entendido en ese contexto, es el llevar a la práctica la 
justicia material y la resolución de los conflictos concretos a partir de la labor que 
desempeña el juez constitucional en la resolución de casos concretos. (Corte 
Constitucional, Sentencia T-406, 1992). 
Por otra parte, se tiene que el modelo de Estado Social de Derecho lleva implícita 
la protección, pero sobre todo la materialización de diferentes categorías de 
derechos, no se trata solo de garantizar libertades y de minimizar la intervención de 
los agentes del Estado en la esfera privada de los sujetos sobre los cuales se 
encuentra establecido, sino también se trata de ofrecer mecanismos que permitan 
hacer efectivos derechos como lo son los derechos fundamentales y los derechos 





del segundo objetivo) . Con una visión clara de estos postulados fue que empezó a 
delimitarse la jurisprudencia de la Corte Constitucional, quien a partir de sus fallos 
fortaleció la visión progresista que se había planteado de los derechos humanos a 
nivel internacional, jurisprudencia que empezó a hacer efectivos esos derechos a 
través de los fallos de tutela y sentencias de constitucionalidad, pero que fue 
limitándose con el paso de los años y con el cambio de precedente de los jueces, 
quienes fueron incorporando nuevas consideraciones a la hora de definir modelo de 
Estado hasta el momento previsto, lo que ha desmejorado en algunos casos las 
condiciones de vida y de acceso a los servicios públicos de la población en general. 
Sobre lo que se planteó como postulado del Estado Social de Derecho por parte de 
la primera Corte Constitucional en la Sentencia T-406 de 1992, se tiene que decir 
que para la Corte de la época el Estado Social de Derecho es un Estado garante de 
los derechos de las personas y esas garantías implican un deber o una participación 
activa por parte de las instituciones del Estado. Se tiene además como común 
denominador en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el hecho de establecer 
condiciones de vida digna para todos los individuos sujetos a un Estado (ver matriz 
de análisis de información del segundo objetivo). 
Se tiene que considerar que la vida digna no implica solo que las personas puedan 
contar con unas condiciones en las cuales puedan satisfacer sus necesidades 
básicas, más bien implica ello el hecho de que puedan desarrollar su máximo 
potencial en todas las esferas. Solo a partir de allí puede decirse que realmente se 
cumple la función del Estado, pues de acuerdo con los preceptos del artículo 
segundo de la Constitución Política, ésta institución tiene como finalidad el servir a 
la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios derechos y deberes consagrados en ella. (Const., 1991). 
Pese a los valores y principios descritos y que sirven como base o sustento del 
modelo de Estado Social de Derecho, puede apreciarse a partir de la realidad 
fáctica, cómo la aplicación de normas como la del artículo 227 del Código Sustantivo 





parte y la mitad de los ingresos de los trabajadores cuando estos se encuentran 
incapacitados, ha conducido a desmejorar las condiciones de vida de las personas 
que por un infortunio no pueden presentarse a trabajar. Es pues de vital importancia 
resaltar en este punto, que esta norma no cuenta con un sustento dogmático que 
garantice su supervivencia en la actualidad toda vez que no existe en el 
ordenamiento jurídico un soporte que permita explicar por qué sigue vigente en un 
modelo de Estado Social de Derecho, una norma creada para resolver una situación 
en el modelo de Estado de Derecho donde no se daba tanta importancia al ser 
humano sino más bien a la legalidad. Así pues, esta es una norma que no garantiza 
derechos fundamentales, en especial el derecho a la dignidad humana de aquellos 
que se encuentran precisamente en una situación de vulnerabilidad, pues resulta 
difícil pensar cómo se van a materializar tales condiciones para esas personas 
cuando sus ingresos se ven disminuidos entre una tercera parte y la mitad por no 
concurrir a trabajar, mientras que por otro lado, no puede decirse que igual situación 
ocurra con sus gastos. 
De acuerdo con lo manifestado por la Corte Constitucional (ver matriz de análisis de 
información del segundo objetivo), parte fundamental para que las personas puedan 
acceder a una vida en condiciones de dignidad, es que puedan desarrollar su 
máximo potencial en la esfera personal y social, esto implica en gran medida que 
se pueda contar con los recursos necesarios para cubrir al menos las necesidades 
básicas del individuo. Sin embargo, es necesario tener presente que no en todos 
los casos existen las mismas necesidades básicas a satisfacer en materia de 
educación, de acceso a salud, vivienda o alimentación, por ello es fundamental que 
además de efectuar modificaciones a la norma vigente en materia de pago de auxilio 
de incapacidad por enfermedad de origen común, se puedan efectuar también 
valoraciones particulares sobre las necesidades a satisfacer en casos concretos y 
así aplicar los descuentos respectivos sin vulnerar el derecho al mínimo vital de las 
personas que se encuentran en esta situación de vulnerabilidad.  
En este punto es fundamental resaltar que no se trata de sostener la desigualdad 





personas, en especial de aquellas que se encuentran en un estado de debilidad 
manifiesta por condiciones ajenas a su voluntad y que además de los sufrimientos 
que les ocasionan sus padecimientos físicos, deben asumir la carga de las 
preocupaciones que genera la deducción de sus ingresos corrientes por motivo de 
una incapacidad que les impide acudir a cumplir con sus labores. 
Puede decirse, además, que los derechos al mínimo vital y vida digna se encuentran 
fuertemente vinculados y uno no podría materializarse sin el otro, aquí es donde 
juega un papel fundamental la afectación que se presenta al modelo de Estado 
Social de Derecho, pues no existe posibilidad alguna de que una persona que no 
cuenta con los recursos económicos suficientes para satisfacer sus necesidades 
básicas por causa de una enfermedad de origen común, pueda desarrollar su 
máximo potencial en la esfera privada y social que es lo que se pretende alcanzar 
en el Modelo de Estado Social de Derecho; frente a este tema, es importante 
considerar que el hecho de que no se concreticen esos postulados a vida digna y 
mínimo vital, lleva implícito el hecho de que no es posible hablar de la efectividad 
de un modelo de Estado como lo es el Estado Social de Derecho, llegando a 
desdibujarse en la práctica su naturaleza,  pues de nada sirve que se planteen unos 
principios y valores en el papel si la realidad política y social del Estado dista de 
tales postulados.  
Es un eje central del Estado Social de Derecho precisamente la concretización de 
los valores y principios constitucionales que buscan garantizar unas condiciones de 
vida elevada para todas las personas, y para alcanzar tal fin no basta con plantearlo 
en el papel y pregonarlo como norma de carácter superior, sino que se deben fijar 
unas condiciones que permitan llevar esas ideas a la realidad, sin perder el equilibrio 
económico en esa búsqueda, pero con miras a que los recursos con que se cuenta 
se destinen en mayor medida a la protección y bienestar de los derechos de la 
sociedad y en especial de aquellos que por cualquier razón se encuentren en 





A partir de este momento, se puede evidenciar como a pesar de que el fin primordial 
del modelo de Estado Social de Derecho es el logro de la justicia material, el camino 
tomado por el Gobierno Nacional es uno que dista de tal condición, así puede 
evidenciarse también a partir de un análisis superficial del presupuesto de inversión, 
pues tal como lo establece el presupuesto de inversión Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022 Pacto por Colombia, pacto por la equidad, se ha asignado como gastos 
la suma de 259 billones para el funcionamiento de las entidades del Estado y la 
inversión social; de esta suma general, el 12,9% que corresponde a 33.4 billones 
de pesos está destinado a defensa. Es importante aquí resaltar que de los 33.4 
billones de pesos que se encuentran destinados a defensa, 15,7 billones 
corresponden a cubrir el sostenimiento de 494.865 funcionarios del sector de 
defensa y policía, mientras que 10,7 billones corresponden a la prestación de salud 
de una población alrededor de 1.308.000 usuarios entre cotizantes y beneficiarios y 
al pago de mesadas, bonos y cuotas partes pensionales y asignación de retiro de 
alrededor de 250.000 personas.  Por otro lado, el 12,5 % que corresponde a 32,3 
billones de pesos está destinado a salud, categoría que cubre las contingencias de 
alrededor de 48 millones 258 mil 494 habitantes de acuerdo con las estadísticas del 
DANE (2019). El 1,7% que corresponde a 4.3 billones está destinado a vivienda, el 
4,5 que corresponde a 11,8 billones está destinado a inclusión social y 
reconciliación, el 16% que corresponde a 41,5 billones corresponde a educación, 
teniendo en cuenta que el porcentaje mayor de gastos está destinado al pago de la 
deuda pública en cual equivale al 20,1% que corresponde a 51,9 billones de pesos. 
En términos generales, puede evidenciarse a partir de la distribución de los recursos 
del presupuesto, que solo una parte en porcentaje de 34,7% frente al 100% de los 
recursos a gastar por parte del Estado colombiano, son destinados a la inversión 
social.  
Con las situaciones planteadas sobre  la repartición que se hace del presupuesto 
en las diferentes categorías, siendo la inversión social y en especial la protección a 
la población más necesitada una de las que menos ingresos percibe, y teniendo en 





hora de efectuar órdenes en la protección de los derechos para no generar un 
desequilibrio económico al Estado, puede hallarse una justificación  para no 
modificar la legislación en materia de auxilio de incapacidad por enfermedad de 
origen común superior a tres días e inferior a quinientos cuarenta, así como el hecho 
de que se ha quebrantado el postulado de justicia material que en síntesis es el 
objetivo que pretende alcanzar el modelo de Estado Social de Derecho, llevando a 
que se disminuyan las prestaciones sociales a que pueda tener acceso la población 
en general y estableciendo normas que cubren contingencias mínimas y  que no 
permiten que una persona pueda materializar todas las condiciones necesarias para 
el desarrollo pleno de su vida, esta situación implica el hecho de que procurando 
asegurar la sostenibilidad de las finanzas del Estado, se pueda conducir a 
desmejorar las condiciones de vida dela población, las cuales que se han propuesto 
como valores y principios constitucionales y con ello, se ha llegado afectar  derechos 
entre los que se encuentran, la vida y el mínimo vital.  
Referente al principio de sostenibilidad fiscal, , a partir del mismo se manifestó la 
importancia que tiene el que los recursos se distribuyan de forma equitativa y que 
se dé aplicación progresiva a los derechos; situación contraria a aquello que puede 
evidenciarse en la realidad social, pues de acuerdo a las problemáticas que 
presentan en temas sociales como son: educación, presencia de un estado de 
cosas inconstitucionales no superado en materia penitenciaria, crisis en la 
prestación del servicio de salud que implicó el seguimiento al mismo desde el año 
2008 por parte de la Corte Constitucional, vigilancia a EPS por parte de la 
Superintendencia de Salud por fallas en la prestación del servicio, congestión 
judicial por causa de tutelas y desacatos que buscan hacer efectivos los derechos 
ya reconocidos y disminución de recursos para la implementación del acuerdo de 
paz, solo por citar algunos casos, queda así en evidencia la incongruencia entre las 
situaciones fácticas que se presentan en virtud al principio de sostenibilidad fiscal, 






Es precisamente en este principio de sostenibilidad fiscal en que se excusa el 
Gobierno Nacional para negar el aumento en el cubrimiento de las prestaciones 
sociales, alegando que la demanda que se les hace es superior a los recursos con 
que se cuenta para cubrir las diferentes contingencias. Esta situación de 
desconocimiento de valores y principios constitucionales no es ajena a las 
decisiones tomadas por la Corte Constitucional en sus sentencias, institución que 
con miras a garantizar la sostenibilidad del Estado, ha excusado actuaciones del 
ejecutivo o legislativo que son contrarias a los preceptos constitucionales, afectando 
con ello los derechos de las personas. 
Aquí es fundamental entender que no se trata de que los funcionarios públicos se 
limiten a buscar métodos para minimizar los gastos de los recursos en el Estado 
Social de Derecho, tampoco que se pretenda ajustar las prestaciones o servicios 
públicos para disminuir la protección de los mismos o que estos terminen siendo 
reducidos a un catálogo que contenga cuáles se pueden prestar y cuáles no por 
motivos económicos, generando con ello afectación a derechos como la vida digna 
y la dignidad. Lo que se pretende de acuerdo con los postulados constitucionales 
es más bien que se prioricen los recursos que se tienen, a fin de que permitan 
establecer las garantías necesarias para los individuos, especialmente cuando 
estos se encuentran en condiciones de vulnerabilidad como lo es el no poder 
concurrir al trabajo por causa de un estado de convalecencia. 
Puede decirse además a partir de la información analizada, que la no garantía de 
los recursos necesarios para fijar unas condiciones mínimas para los seres 
humanos de acuerdo con sus necesidades personales, conduce a que se presenten 
situaciones a partir de las cuales, estos se encuentran en un estado que amenaza 
su derecho fundamental a una vida digna y al mínimo vital que requieren para cubrir 
sus necesidades básicas y a la afectación de su plan de vida, lo que en la práctica 
implica que los fines que se han propuesto en los postulados constitucionales no se 





El modelo de Estado Social de Derecho lleva implícito el acceso a unas condiciones 
mínimas en cuanto a servicios como salario, alimentación, salud, habitación y 
educación que el Estado debe optimizar para los habitantes de su territorio como 
titulares de los mismos y no como simples dadivas o prerrogativas, pues no se trata 
de que el Estado otorgue esas prestaciones a favor de las personas, sino de que 
las garantice como un deber que radica en su cabeza (ver matriz de análisis de 
información del segundo objetivo).  Para alcanzar tal cometido, es fundamental tal 
como lo ha manifestado la Corte Constitucional, el reconocimiento del derecho a la 
vida digna, el cual implica la posibilidad de que el individuo pueda desarrollar el 
máximo potencial de sus facultades y no simplemente que se protejan sus 
condiciones de subsistencia básica, pues no se trata de que el hombre sobreviva, 
sino más bien de que desarrolle todo su potencial. Para lograr ese resultado, el 
Estado debe intervenir en la esfera pública y privada de los ciudadanos a fin de 
permitir el logro de la justicia material y no garantizar una simple justicia formal, pues 
tal concepto no permite que todos los individuos puedan alcanzar su máximo 
potencial, teniendo en cuenta además que este precepto forma parte de aquello que 
pretendía el constituyente que era la reivindicación del Estado colombiano en cuanto 
al establecimiento de un orden social justo. 
Finalmente, vale la pena resaltar que si bien es importante tener un equilibrio en 
cuanto a la sostenibilidad financiera del Estado colombiano para no llevarlo a un 
límite en que sea inviable, esta situación no puede llevar implícita como única 
solución la de disminuir las contingencias a cubrir o de disminuir la cobertura de las 
mismas a su nivel más básico causando un detrimento a los derechos como la vida 
digna; pues ha sido clara la Corte Constitucional al establecer que no se puede 
poner en tensión el principio de sostenibilidad fiscal frente a cualquier principio 
constitucional o derecho fundamental, siendo el primero una simple norma o guía 
de orientación del comportamiento de las instituciones y funcionarios estatales, pero 
de ninguna forma un fin en sí mismo que pueda prevalecer sobre las garantías de 
las personas (ver matriz de análisis de información del segundo objetivo). Por ende, 





instituciones del estado colombiano, su estructura y la cantidad de recursos que le 
son designados y que disminuyen la inversión que puede hacerse en materia de 
protección social, se trata así mismo de plantear nuevas situaciones que permitan 
hacer que el estado sea viable y financieramente sostenible, pero sin sacrificar el 
bienestar social para alcanzar tal fin, de lo contrario, se tendría que entrar a 
cuestionar si no es el momento de efectuar cambios en cuanto al modelo de Estado 
a tener, para que sea más acorde con la realidad social, pues no se trata de tener 
un documento en que contenga una carga dogmática extensa, sino más bien de 
que lo establecido pueda materializarse haciendo verdaderamente eficaz el 
postulado planteado que es el del modelo de Estado Social de Derecho.  
 
11.1.3 CAPÍTULO III, IDENTIFICACIÓN DE MECANÍSMOS IDÓNEOS PARA 
GARANTIZAR EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL (OBJETIVO ESPECÍFICO III) 
Vale la pena resaltar que dada la necesidad de protección del derecho al mínimo 
vita, se hace necesario identificar los mecanismos a partir de los cuales es posible 
garantizar este derecho en casos concretos efectuando una exclusión o inaplicación 
de la normatividad hasta tanto no se lleve a cabo un cambio de la misma. Para ello, 
es importante resaltar que dentro de la normatividad existen diferentes mecanismos 
para solicitar la protección de derechos humanos y en especial el derecho al mínimo 
vital; sin embargo, no todos tienen el mismo grado de efectividad, pues dada la 
naturaleza del derecho a proteger, la inmediatez que se requiere de su aplicación y 
las condiciones particulares de cada caso, no es posible hacer uso de todos ellos a 
la hora de alcanzar el objetivo propuesto.  
Dentro de los mecanismos que pueden ser utilizados para proteger derechos 
humanos se encuentran: la acción procesal de tutela, la acción popular, habeas 
data, habeas corpus,  el derecho de petición, la acción de inconstitucionalidad, la 
acción de cumplimiento, excepción de inconstitucionalidad, entre otras. Pese a la 
diversidad de mecanismos de protección de derechos humanos, no todos están 





cual, debe verificarse la especificidad o ámbito de aplicación de cada mecanismo, 
la inmediatez de la protección que ofrecen y la efectividad del mismo frente a un 
caso determinado o concreto. 
Para el tema de investigación, es necesario indicar que dadas las características 
señaladas en los mecanismos mencionados, así como la naturaleza del derecho a 
proteger, los mecanismos idóneos para la protección del derecho al mínimo vital 
son la acción de tutela por la agilidad de su trámite y la excepción de 
inconstitucionalidad que permite a partir de la supremacía de la Constitución Política 
consagrada en el artículo cuarto del texto superior, excluir la aplicación de una 
norma legal en un caso determinado por la vulnerar preceptos  de rango 
constitucional (ver matriz de análisis de información de tercer objetivo específico).  
Solo a partir de la implementación en casos concretos de estos mecanismos para 
la protección del derecho al mínimo vital en la legislación actual que regula el pago 
de incapacidad por concepto de enfermedad de origen común, es posible establecer 
que existe efectivamente en el ordenamiento jurídico postulados como la justicia 
social, toda vez que esta puede alcanzarse a partir del planteamiento de 
mecanismos que permitan evaluar las condiciones de cada persona, sin exceder los 
límites fijados en la misma Constitución, pero sí teniendo en cuenta consideraciones 
particulares, como  el caso de afectación al derecho al mínimo vital, esto debido a 
que no puede considerarse que las necesidades mínimas de todas las personas 
sean iguales y por ende que se pueden suplir con la garantía de un salario mínimo 
cuando los gastos no son los mismos en los diferentes estratos socioeconómicos. 
Por otro lado, y teniendo presente la postura de la Corte Constitucional en la 
sentencia en que se pretendió implementar un test básico sobre el derecho a la 
igualdad respecto de la justificación de existencia de los diferentes regímenes en 
materia de Seguridad Social y que dada la conclusión a que llegó de que los mismos 
no son comparables entre sí por resolver situaciones jurídicas diferentes y por 
contar con modelos de financiación diferente (Corte Constitucional, Sentencia C-





consideraciones a través de la modulación de sus sentencias, a fin de fijar unas 
condiciones de igualdad respecto de los beneficiarios de los diferentes regímenes, 
pues todos tienen necesidades o contingencias por cubrir y en últimas, son las que 
pretende proteger los derechos como el mínimo vital y derecho a la vida, para lo 
cual es fundamental articular e interpretar las normas constitucionales de tal forma 
que terminen siendo garantes de los derechos, teniendo claro también que no se 
puede afectar con ello otros aspectos como la economía del país.  
En este punto y a partir de los supuestos definidos, es importante resaltar la 
necesidad de que se considere un cambio en la normatividad sobre pago de 
incapacidades a las personas que no pueden concurrir a trabajar por causa de una 
enfermedad de origen común y que perciben un salario superior a un Salario Mínimo 
Mensual Legal Vigente, esto porque aun cuando se cuente con mecanismos de 
protección de los derechos fundamentales, no puede dejarse de lado el carácter de 
subsidiariedad de los mismos. Adicionalmente, en caso de no ser posible ese 
cambio de fondo en la normatividad, que se implemente para estos casos uno 
instrumento que permita generar la exclusión de dicha norma en casos específicos 
sin tener que recurrir para el efecto a mecanismos alternativos para la exclusión o 
inaplicación del contenido normativo del artículo 227 del Código Sustantivo del 
Trabajo; norma que en casos concretos, permite conducir a la vulneración de los 
derechos a la vida digna y mínimo vital de aquellos trabajadores a quienes se les 
realiza un descuento en el monto que perciben por concepto de auxilio de 
incapacidad y que dados los descuentos  efectuados no podrían cubrir los gastos 
mínimos en que incurre normalmente para el desarrollo personal suyo o de su 
núcleo familiar. 
Finalmente, se puede decir respecto a  esta situación, que se debe tener presente 
la crisis que atraviesa el Estado colombiano en los distintos aspectos de la vida 
social, por un lado se encuentran las personas reclamando la protección y garantía 
de sus derechos, instaurando acciones de tutela para buscar que sus derechos sean 
protegidos, por el otro se encuentra el Estado manifestando que no cuenta con los 





población y a partir de allí presentando reformas que en lugar de ser progresivas en 
la protección de los derechos de los trabajadores, permiten que las condiciones de 
estos sean cada vez más precarias; esta situación conduce a que cada vez sea más 
lejano alcanzar los postulados de igualdad material y justicia social, postulados en 
que se cimienta el Modelo de Estado Social de Derecho que termina por 





12.1 NECESIDAD DE ESTUDIO DEL CASO POR INSTITUCIONES ESTATALES 
 
En virtud de lo expuesto en el análisis de Desarrollo de proceso metodológico, es 
necesario que el Estado efectué un estudio más profundo sobre la materia, teniendo 
en cuenta las condiciones sociales presentes y las variables que implican las 
condiciones socioeconómicas de cada trabajador que es el sustento de su núcleo 
familiar a fin de que se pueda expedir una normatividad más ajustada a la realidad. 
Es una entidad del Estado la más idónea para llevar a cabo ese estudio de 
condiciones, debido a que es este quien cuenta con la organización e infraestructura 
suficiente para desarrollar una labor de tal magnitud, pues si bien en esta 
investigación se puede tener conocimiento de desde la parte jurídica de las 
afectaciones a derechos como el mínimo vital y dignidad humana, es una 
información insuficiente para proponer una herramienta que permita alcanzar la 
efectividad de esos derechos. 
 
12.2 PROPUESTA ALTERNATIVA DE SOLUCIÓN NORMATIVA 
 
De acuerdo con los hallazgos obtenidos en el proceso de investigación, se plantea 





modificación legislativa al marco jurídico establecido en el Código Sustantivo del 
Trabajo que consagra el pago de auxilio de incapacidad a trabajadores que no 
puedan concurrir a trabajar por causa de una enfermedad de origen común. Lo 
anterior en virtud de la protección que debe brindarse a las personas que se 
encuentran en un estado de debilidad o convalecía, en el cual gozan de protección 
constitucional y al deber que tiene el Estado de garantizar a estas personas unas 
condiciones de vida que les permitan vivir de acuerdo con su dignidad, para que se 
puedan conservar los postulados que plantea el modelo de Estado Social de 
Derecho. 
Así mismo, dando resolución a esa problemática, se pretende presentar una 
propuesta coherente con la situación económica del país, sin afectar la economía 
del Estado o poner en riesgo la sostenibilidad del mismo, por lo que se propone una 
solución en el siguiente sentido:  
REDACCIÓN ARTÍCULO 227 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO 
CAPÍTULO III. 
 
ARTÍCULO 227. VALOR DE AUXILIO. 
En caso de incapacidad comprobada para desempeñar sus labores, ocasionada 
por enfermedad no profesional, el trabajador tiene derecho a que el empleador le 
pague un auxilio monetario hasta por ciento ochenta (180) días, así: El 100% del 
salario los primeros treinta (30) días, las dos terceras (2/3) partes del salario por el 
tiempo restante. 
 
13. CONCLUSIONES  
 
1. La no concretización de postulados como la justicia material y vida digna de todos 
los ciudadanos por causa de la aplicación de normas de Seguridad Social que 





incapacidad  por enfermedad de origen común a trabajadores que devengan más 
de un Salario Mínimo Mensual Legal Vigente, debilita e incluso desdibuja los pilares 
de justicia, solidaridad y prosperidad general en que se cimienta el Modelo de 
Estado Social de Derecho y reduce con ello la eficacia del mismo.  
2. En la norma que regula la materia de pago de auxilio de incapacidad por causa 
de una enfermedad de origen laboral superior a tres días e inferior a quinientos 
cuarenta, no se establecen exclusiones a la regla general que permitan su 
inaplicación en los casos en que las deducciones puedan afectar derechos como la 
vida digna y mínimo vital. 
3. A traves del analisis normativo encontramos que se carece de un sustento 
dogmático que soporte la vigencia del artículo 227 del Código Sustantivo del 
Trabajo, permitiendo con ello que existan en Colombia diversos modelos para el 
cubrimiento de contingencias en materia de Seguridad Social en lo relacionado con 
el pago de incapacidades por enfermedad. Esa también es una razón por la cual en 
cada modelo se establecen condiciones diferentes para el acceso a las prestaciones 
del Sistema, sin que por ello pueda configurarse afectación al derecho a la igualdad 
por el simple hecho de no tratarse de categorías comparables entre sí de acuerdo 
con la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
4. El Estado debe efectuar todas aquellas condiciones que sean necesarias para 
que puedan materializarse los derechos de los ciudadanos y no se habla solo de los 
derechos fundamentales, por ende, no puede darse una simple actitud pasiva por 
parte de sus funcionarios en la esfera de lo privado, sino más debe presentarse un 
actuar en cabeza de estos, que permita implementar todas las condiciones 
necesarias para que se adecúe el ordenamiento normativo a los postulados 
constitucionales. 
5. El Estado tiene unos límites que no pueden traspasar a la hora de establecer los 
recursos que deben ser garantizados como mínimo vital a una persona, teniendo 
claro que no puede fijar normas que hagan inviable el funcionamiento del Estado. 
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SENTENCIA DECISIÓN  
CARACTERÍSTICAS A 













































i) La seguridad Social tiene 
una naturaleza prestacional.                      
ii) La Constitución no optó 
por un único modelo en 
materia de seguridad social, 
sino que confió al legislador la 
Menciona Corte 
que por tratarse 
de regímenes 
diferentes no se 
puede aplicar un 




























de entre la 
tercera 
parte y la 
mitad del 
salario,  una 
vulneración 
al artículo 






























tarea de configurar su diseño.                            
iii) Las reglas generales  a las 
que debe someterse el 
derecho a la seguridad social 
son: irrenunciable, es un 
servicio público obligatorio y 
está a cargo del Estado.              
iv) Por ser Sistemas de 
Seguridad Social diferentes el 
contemplado para el pago de 
incapacidades por 
enfermedades de origen 
común y el contemplado para 
pago de incapacidades por 
accidentes de trabajo, los 
supuestos no pueden 
compararse y por tanto no 
puede hablarse de 
vulneración a derecho a la 
igualdad ya que tanto los 
riesgos que cubren como los 
recursos de financiación son 
diferentes.                           v) El 
derecho fundamental al 
mínimo vital busca garantizar 
que la persona, centro del 
ordenamiento jurídico, no se 
convierta en instrumento de 
otros fines, objetivos, 
propósitos, bienes o 
intereses, por importantes 
que ellos sean.                                      
sobre las normas 
que regulan temas 






frente al pago que 




de origen laboral.                                        
ii) Establece la 





artículo 53 de la 
Constitución 
Política con la 
vigencia del 
artículo 227 
siempre y cuando 















de su salario 
hasta por 
180 días. 
Vi) El derecho al mínimo vital 
en su dimensión positiva 
implica que el Estado o los 
particulares, están obligados 
a suministrar a la persona que 
se encuentra en una situación 
en la que no se puede 
desempeñar 
autónomamente, y que 
compromete las condiciones 
materiales de su existencia, 
las prestaciones necesarias e 
indispensables para sobrevivir 
dignamente y evitar su 
degradación o aniquilamiento 
como ser humano. La 
dimensión negativa de este 
derecho  implica para el 
Estado un límite o cota 
inferior que no puede ser 
traspasado por el Estado, en 
materia de disposición de los 
recursos materiales que la 
persona necesita para llevar 
una existencia digna.                                    
vii) Las disposiciones del 
artículo 227 del Código 
Sustantivo del Trabajo no 
vulneran preceptos 
constitucionales siempre y 
cuando con la deducción no 
se perciba por parte del 
No considera la 
Corte que si bien 
existe un límite 
que no puede 
pasar el Estado en 
virtud a la 
dimensión 
negativa del 
derecho al mínimo 




casos concretos en 
los cuales puede 
verse afectadas las 
condiciones de 
vida mínima de un 
trabajador o de su 
núcleo familiar por 
causa de las sumas 
que se le 
descuentan de 
acuerdo con la ley 







trabajador por concepto de 
indemnización una suma 
inferior al salario mínimo.                                                                 
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Constitución 
Política 
1991 42 Norma 
constitucional 
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la misma, ya 















i) Reconoce a la familia como 
núcleo fundamental de la 
sociedad.   
 ii) Esta en cabeza del estado y 
la sociedad el deber de 
garantizar la protección 
integral de la familia.                                               
iii) Se entiende también como 
parte de la familia la persona 
que se vinculó ya sea de forma 
natural o de forma jurídica.     
La Corte Constitucional mediante 
sentencia T-716 de 2011 determino de 
forma clara y taxativa, que las parejas del 
mismo sexo si son familia y que la 
condición sexual no es un aspecto que 





















RIOS CARACTERISTICAS  OBSERVACIONES 
Constitución 
Política 
1991 44 Norma 
constitucional 

































de edad, es 
decir, los 18 
años. 
i) Le otorga la importancia a los 
derechos fundamentales de los 
niños, niñas y adolescentes, 
indicando además que estos 
derechos prevalecen sobre los 
demás.   
 ii) El mandato del interés 
superior del niño es entendido 
como un principio de Derecho 
Internacional de los Derechos 
Humanos, reconocido en las 
sentencias T-844 de 2011 y 
T968 de 2009.                                               
iii) Como desarrollo armónico 
integral de los niños se debe 
tener en cuenta el derecho que 
-Cabe aclarar que el derecho de los 
niños, niñas y adolescentes a tener una 
familia y no ser separado de ella no solo 
los cobija a ellos sino también a los 
familiares, en especial el de los padres, 
en lo que la Corte ha denominado un 









artículo esta de 
forma amplia y 
detallada en la 
ley 1098 de 
2006 
tienen los niños de tener una 
familia y no ser separado de 
ella.     
TIPO DE 







RIOS CARACTERISTICAS  OBSERVACIONES 
Constitución 
Política 
1991 53 Norma 
constitucional 






culturales   





































i) Es un derecho fundamental 
reconocido a partir de la 
expedición de la Constitución 
Política de 1991 y con ella la 
puesta en práctica del nuevo 
modelo de estado social y 
democrático de derecho.   
 ii) Es un derecho fundamental 
derivado de los principios 
constitucionales de estado 
social de derecho, dignidad 
humana, y solidaridad, en 
concordancia con los derechos 
fundamentales a la vida, la 
integridad personal y a la 
igualdad.                                               
iii) Este derecho fundamental 
busca garantizar que la persona 
no se convierta en un 
-Constitucionalmente y tal como lo 
señala la sentencia T-581 del 2011 el 
derecho fundamental al mínimo vital 
debe ser evaluado desde la satisfacción 
de las necesidades mínimas del cada 
individuo, por lo cual es menester en 
todo caso analizar las circunstancias de 
cada caso concreto, haciendo una 
valoración que se encamine más a lo 
cualitativo que a lo cuantitativo. 
 - Es a través de la jurisprudencia que se 
ha desarrollado tal derecho pues la 
mayoría de las personas que consideran 
vulnerado su derecho al mínimo vital 
acuden a las instancias judiciales vía 
tutela y dejando como desarrollo una 
gran cantidad de sentencias de la Corte 
Constitucional reiterando tal protección, 









nacional a fin 








digna   
instrumento de otros fines, 
objetivos, propósitos, bienes o 
intereses, protegiendo así a la 
persona contra toda forma de 
degradación que comprometa 
no solo su subsistencia física 
sino por sobre todo su valor 
intrínseco.     
2017, T-716 de 201, T-314 de 2019, entre 
otras .                
  
TIPO DE 







RIOS CARACTERISTICAS  OBSERVACIONES 
Constitución 
Política 
1991 13 Norma 
constitucional 





s.   





























i) La igualdad en nuestro 
ordenamiento constitucional 
cumple un triple papel, es 
decir, se trata 
simultáneamente de un valor, 
un principio y de un derecho 
fundamental.   
 ii) La Corte además se ha 
encargado de desarrollar la 
igualdad normativa, igualdad 
que presupone necesariamente 
la comparación entre dos 
regímenes jurídicos, ya que por 
regla general un régimen 
jurídico no es discriminatorio si 
-Son ya múltiples las sentencias de la 
Corte Constitucional en las que se ha 
referido al Derecho fundamental a la 
igualdad, indicando que este derecho es 
el otorgamiento de un trato igual y 
compatible con las diversas condiciones 
del sujeto, así pues, lo dice mediante 
sentencia C-040 de 1993 
 - Este derecho comprende dos garantías 
fundamentales: la igualdad ante la ley y 
la igualdad de protección y trato por 
parte de las autoridades; actividades que 
cabe destacar operan de manera 
conjunta en lo que respecta a la 
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se considera de manera 
aislada. 
iii) Se contempla como 
mandato hacia el Estado la 
abstención de tomar medidas, 
de realizar programas o 
políticas que sean 
abiertamente discriminatorios, 
en especial hacia aquellas 
personas que por su condición 
económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancias 
de debilidad manifiesta.      
C-836 de 2001 manifestando que los 
jueces interpretan la ley y como 
consecuencia materialmente inseparable 
de esta interpretación, atribuyen 
determinadas consecuencias jurídicas a 














LA POBLACIÓN A 
IMPACTAR  
% Población Impactada 
32.3 BILLONES DE PESOS 12.5% SALUD 48.258.494                 669.312 100 
4.3 BILLONES DE PESOS 1.7% VIVIENDA 37.303.815                 115.270 77,3 
11.8 BILLONES DE PESOS 4.5% 
INCLUSIÓN 
SOCIAL Y 
RECONCILIACIÓN  33.294.361                 354.414 68,2 
41.5 BILLONES DE PESOS 16% EDUCACIÓN 43.818.712                 947.084 90,8 
51.9 BILLONES DE PESOS 20.1% 
PAGO DEUDA 
PÚBLICA  48.258.494 
                
1.075.458 100 
33. 4 BILLONES DE PESOS 12.9% DEFENSA  48.258.494                 692.106 100 
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A DECISIÓN  
CARACTERÍSTICAS A 












































a la salud 







n y les 
son 
ARTÍCULO 
2, 5, 11. 
Debe 
resolver la 






































i) La salud es un estado 
variable, susceptible de 
afectaciones múltiples, 
que inciden en mayor o 
menor medida en la vida 
del individuo. La salud, 
por tanto, no es una 
condición de la persona 
que se tiene o no se 
tiene, se trata de una 
cuestión de grado, que 
ha de ser valorada 
específicamente en cada 
caso.                       ii) La 
Corte Constitucional ha 
reiterado que uno de los 
elementos centrales que 
le da sentido al uso de la 
expresión "derechos 
fundamentales" es el 
concepto de "dignidad 
Es fundamental 
resaltar de esta 
sentencia la 
postura que tiene 
la Corte en cuanto 
a lo que implica un 
derecho 
fundamental y la 
importancia de 
atender cada caso 
concreto para 
verificar si existe o 
no afectación al 
mismo con la 
aplicación de las 



















humana", el cual ha de 
ser apreciado en el 
contexto en que se 
encuentra cada persona.                        
iii) Es la realidad de cada 
caso concreto, las 
circunstancias únicas y 
particulares que lo 
caracterizan, las que 
permiten definir si se 
encuentra 
verdaderamente 
vulnerado un derecho 
fundamental, si ello 
afecta la dignidad de la 
parte actora y si ésta 
última está en condición 
de indefensión frente al 
presunto agresor.       iv) 
El concepto de dignidad 
humana que ha recogido 
la Corte Constitucional 
únicamente se explica 
dentro del sistema 
axiológico de la 
Constitución y en 
función del mismo 
sistema. Así las cosas, la 
elevación a rango 
constitucional de la 
"libertad de elección de 





en el marco de las 
condiciones sociales en 
las que el individuo se 
desarrolle" y de "la 
posibilidad real y 
efectiva de gozar de 
ciertos bienes y de 
ciertos servicios que le 
permiten a todo ser 
humano funcionar en la 
sociedad según sus 
especiales condiciones y 
calidades, bajo la lógica 
de la inclusión y de la 
posibilidad de desarrollar 
un papel activo en la 
sociedad", definen los 
contornos de lo que se 
considera esencial, 
inherente y, por lo 
mismo inalienable para 
la persona, razón por la 







están sustraídos de las 
mayorías transitorias. En 







que funcionalmente esté 
dirigido a lograr la 
dignidad humana y sea 
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3, 408, 5. 
Debió entrar 
a resolver la 
Corte si las 
condiciones 








les y de ser 
así, si la 
acción de 




















i) (…) las condiciones de 
reclusión en las cárceles 
citadas son absolutamente 
infrahumana, cualquiera sea 
su condición personal ii) Las 
condiciones de albergue de 
los internos son motivo de 
vergüenza para un Estado 
que proclama su respeto por 
los derechos de las personas 
y su compromiso con los 
marginados.                                  
iii) Las condiciones de 
hacinamiento impiden 
brindarle a todos los reclusos 
los medios diseñados para el 
proyecto de resocialización.                      
iv) las condiciones en las 
prisiones colombianas 
implican que los bienes 
mínimos para garantizar una 
vida digna en la prisión sean 
absolutamente escasos. En el 
medio carcelario ello significa 
que la distribución y 
asignación de esos bienes se 
realice a través de los 
mecanismos de la corrupción 
y la violencia.      v) De 
manera general se puede 
concluir que el hacinamiento 
desvirtúa de manera absoluta 
Puede apreciarse en 
las palabras de la 
Corte que sin 
importar que las 
personas privadas de 
la libertad estén en 
esa situación por 
causas suyas, ello no 
implica que no se les 
deba tratar con la 
dignidad que les 
corresponde por el 






los fines del tratamiento 
penitenciario.                        Vi) 
Los reclusos se encuentran 
vinculados con el Estado por 
una especial relación de 
sujeción. Ello implica que este 
último puede exigirles a los 
internos el sometimiento a un 
conjunto de condiciones que 
comportan precisamente la 
suspensión y restricción de 
distintos derechos 
fundamentales, condiciones 
sobre las cuales debe 
añadirse que deben ajustarse 
a las prescripciones del 
examen de proporcionalidad.                 
vii) El Estado tiene deberes 
especiales para con los 
reclusos, con miras a que 
éstos puedan ejercer 
plenamente los derechos 
fundamentales que no les 
han sido suspendidos y 
parcialmente aquellos que les 
han sido restringidos.                           
viii) Toda persona a quien se 
atribuya comisión de un 
hecho punible tiene derecho 
a ser tratada con el respeto 
debido a la dignidad 































































SENTENCIA DECISIÓN  
CARACTERÍSTICAS A 










































































salud y la 
resocializaci
ón por 
causa de las 
Resuelve la Corte 
Constitucional 
decretar un nuevo 






emitir órdenes a 
las autoridades 






i) La dignidad humana 
es un concepto 
fundante del Estado 
Social y Democrático 
de Derecho, cuyo 
respeto debe inspirar 
todas las actuaciones 
del Estado.                                      
ii) Todos los 
funcionarios públicos 
tienen la obligación de 
tratar a todas las 
personas sin distinción 
alguna, de conformidad 
con su valor intrínseco, 
la integridad del ser 
humano constituye 
razón de ser, principio 
La Corte establece en 
la sentencia que si 
bien las condiciones 
del sistema 
penitenciario de ese 
momento no eran 
semejantes a las del 
año 98 en que se 






que atentaban contra 






















o. Y, debe 













a que está 
siendo 
sometida..., 
a pesar de 
que la Corte 
Constitucion
al ya se 
había 
olvidado en 
el pasado al 
respecto. 
y fin último de la 
organización estatal.                                                                         
iii) El compromiso de 
una sociedad con la 
dignidad humana se 
reconoce, en gran 
medida, por la manera 
como se respetan los 
derechos de las 
personas privadas de la 
libertad... Es el 
compromiso con los 
menos privilegiados, 
con las personas más 
descuidadas y 
abandonadas a su 
suerte y sus problemas, 
como es el caso de las 
personas privadas de la 
libertad, el que 
evidencia el real 
respeto a la dignidad 
humana de todas las 
personas.                                       
iv) Tratar a seres 
humanos como si no lo 
fueran es el primer 
paso para justificar a 
someterlos a tratos 
degradantes e 
inhumanos. 





diferencia ética y moral 
de una sociedad 
democrática, fundada 
en el respeto al 
principio a la dignidad, 
y la persona que ha 
cometido un acto 
delictivo grave: aquella 
se niega a 
deshumanizar e 
irrespetar la dignidad 
humana, en la forma 
como quien delinque lo 
hace con sus víctimas.  
v) La amenaza 
constante a la vida, a la 
integridad personal por 
la criminalidad e 
impunidad del sistema 
penitenciario y 
carcelario, una 
existencia en zozobra 
que desconoce la 
dignidad. 
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NCIA DECISIÓN  
CARACTERÍSTICAS A 
















































os para el 
trabajo 
desarrollad














































































i) Una pensión no 
necesariamente es 
consecuencia de las 
contribuciones realizadas 
por un trabajador, sino 
que puede derivarse de 
políticas públicas dirigidas 
a garantizar el derecho a la 
Seguridad Social.  En todo 
caso, su reconocimiento 
tiene como causa una 
situación particular de 
vulnerabilidad-pobreza 
extrema o situación de 
discapacidad- son 
conocidas también como 
pensiones asistenciales.        
ii) Es necesario diferenciar 
las prestaciones como la 
pensión y las subvenciones 
como medida de 
protección social.                                               
iii) La identificación de una 
prestación de protección 
social como una 
subvención (...) activa un 
régimen jurídico diferente. 
En efecto, para su 
reconocimiento es 
indispensable: (i) respetar 
el principio de legalidad 
del gasto; (ii) ser 
Debe tenerse de 
presente que la Corte 
definió el alcance de la 
sostenibilidad financiera, 
y queda claro a partir del 
criterio fijado por la 
Corte que éste no podrá 
ponderarse, frente a los 
postulados que protege 
el Modelo de Estado 
Social de Derecho ni 
mucho menos frente a 
derechos 
fundamentales, por tal 
razón, no es condición 
suficiente para que se 
niegue la prestación de 
los servicios públicos que 
garantizan derechos 
fundamentales 



































































reconocida en el Plan 
Nacional de Desarrollo; 
(iii) derivarse de un 
mandato o autorización 
nacional y (iv) garantizar el 
principio de igualdad.                                                                                                          
iv) El principio de 
sostenibilidad fiscal tiene 
por finalidad "que el 
sistema sea 
financieramente viable de 
acuerdo con la capacidad 
económica del país, es 
decir que toda 
modificación normativa 
pensional debe contar con 
una fuente de recursos 
que permita su 
financiamiento, pues de lo 




generarse un escenario de 
déficit en el cual no 
existan recursos 
suficientes para atender 
las obligaciones 
pensionales ya adquiridas, 
situación que vulneraría la 
propia Carta Política que 






conforme a derecho no 
podrán dejar de pagarse, 
congelarse o reducirse".                     
v) La sostenibilidad fiscal 
"tiene relación con la 
razonabilidad y disciplina 
del Estado en la ejecución 
de su política fiscal, ante la 
realidad de recursos 
estatales escasos, de 
manera que se disponga 
del flujo de los dineros 
necesarios para atender a 
la necesidad de garantizar 
los derechos económicos, 
sociales y culturales de la 
sociedad, para el logro de 
los objetivos del Estado 
Social de Derecho.               
Vi) El criterio de 
sostenibilidad fiscal debe 
ser considerado por el 
legislativo cuando 
pretenda modificar un 
modelo de protección de 
derechos. Dicho criterio 
tiene por objeto asegurar 
las condiciones de 
cumplimiento de las 
obligaciones del Estado 





de criterios armónicos que 
aseguren que los recursos 
públicos sean suficientes 
para cubrir los gastos 
totales anuales de la 
Nación.       vii) la reforma 
de la Constitución a través 
del Acto Legislativo 03 de 
2011 no incide en la 
definición de los objetivos 
esenciales del Estado 
Social y Democrático de 
Derecho de modo que "el 
núcleo dogmático de la 
Constitución, descrito 
principalmente en los 
artículos 1° y 2° C.P., 
mantiene su vigencia y 
eficacia como criterio 
ordenador e identitario 
del Estado".      viii) La 
sostenibilidad fiscal tiene 
un carácter 
exclusivamente 
instrumental y por ello, (I) 
"no es un fin 
constitucional en sí mismo 
considerado, sino apenas 
un medio para la 
consecución de los 
objetivos esenciales del 






Derecho"... (iii) No ´puede 
ponderarse con los 
principios constitucionales 
fundamentales, habida 
consideración que un 
marco o guía para la 
actuación estatal carece 
de jerarquía normativa 
suficiente para desvirtuar 
la vigencia de dichos 
principios, limitar su 
alcance o negar su 
protección por parte de 
las ramas y órganos del 
Estado. ix) finalmente, el 
principio de sostenibilidad 
fiscal debe ser 
comprendido "conforme 
al principio de 
progresividad y a la 
naturaleza indivisible e 
interdependiente de los 
derechos". 
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vulneran o no 











i) Un tratamiento 
legislativo diferente no 
implica per se una 
violación del principio de 
igualdad siempre y 
cuando sea objetivo y 
razonable.        ii) Solo 
resulta posible 
establecer la eventual 
vulneración del principio 
de igualdad cuando las 
situaciones de hecho que 
se comparan atienden a 
dichos presupuestos.                            
iii) La Corte entiende que 




quebranta el principio de 
igualdad y el estatuto del 
trabajo, siempre y 





inferior al salario mínimo 
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IOS CARACTERISTICAS  OBSERVACIONES 
Decreto Ley 1950 227 Norma sobre  
Seguridad 





















i) Estar incapacitado.   
 ii) incapacidad superior a 
tres días y hasta quinientos 
cuarenta.                                               
iii) Efectuar cotización al 
Sistema de Seguridad Social 
en Salud. (Pese a que la 
norma no lo plantea, de 
acuerdo a lo establecido 
por la Corte Constitucional 
1. Norma creada durante la clausura del 
Congreso de la República.                
 2. No se cuenta con un sustento dogmático para 
su expedición.                                          3. No 
garantiza protección a derechos como vida digna 
y mínimo vital en todos los casos concretos 
porque al no prever regla de exclusión, debe ser 
aplicada sin tener en cuenta consideración 
alguna.                             4.La condición por la cual 




























en su jurisprudencia, solo 
aplica para aquellos cuya 
cotización sea por un 
monto superior al Salario 
Mínimo Legal Mensual 
Vigente).                    iv) 
Enfermedad temporal o 
transitoria.     
Corte Constitucional, es porque al pertenecer a 
un régimen diferente a otras normas que 
regulan situaciones parecidas, no vulnera el 
derecho a la igualdad         
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de Bolívar.    2. 
Ordena a la 
empresa de 
servicios públicos 
que termine las 






frente a casos 
similares. 
 El estado Social de Derecho 
debe: i) Garantizar 
estándares mínimos de 
salario, alimentación, salud, 
habitación, educación, para 
todos los ciudadanos.              
ii) Tener una actividad 
intervencionista.           iii) 
Restarle importancia a la 
norma escrita y propender 
por la justicia material y por 
soluciones que consulten la 
especificidad de los hechos.                              
iv) Establecer las 
condiciones para que en los 
casos en que no puedan 
ajustarse la normatividad 
sin vulnerar derechos 
fundamentales, pueda el 
juez constitucional adecuar 
la normatividad para la 
protección de los derechos.                         
v) Uno de los pilares de este 
modelo consiste en la 
defensa de contenidos 
jurídicos materiales.          Vi) 
Una norma jurídica debe 
Es relevante el 






de Estado Social 
de Derecho, sobre 
todo cuando 









































interpretarse en contexto 
con los valores y principios 
constitucionales.                         
vii) Los derechos 
Fundamentales son de 
aplicación inmediata y no 
requieren de desarrollo 
legal.        viii) El núcleo 
básico del derecho 
fundamental con 
independencia de las 
modalidades que asuma o 
de las formas en que se 
manifieste, no es 
susceptible de 
interpretación o de opinión 
sometida a la dinámica de 
coyunturas o ideas políticas.            
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derecho a la 
vida en 




























contra la vida 
de personas 









sus cargos sin 















de la cual 





a por los 
actores. 
i) La acción del 
Estado debe 
dirigirse a 
garantizarle a los 
asociados 
condiciones de 
vida digna.                 
ii) El Estado debe 
cumplir con unos 
fines en la 
sociedad, lo cual 
implica que 
intervenga en ella.       
El Estado en un 
marco de 
responsabilidad, 
debe actuar de 
acuerdo con la 
necesidad de 
protección de la 
población.                           
Existe en cabeza 
del Estado un 
deber de 
garantizar a los 
ciudadanos unas 
condiciones de 
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Artículos 1, 2, 5, 
13, 16 y 28 de la 
Constitución 
Política. 
EL problema a 
resolver por 
parte de la Corte 
Constitucional 
consiste en 
determinar si el 
ejercicio de la 
mendicidad por 
parte de persona 
inhábil para 
trabajar que no 
posea medios de 
subsistencia ni 
persona obligada 
y capaz de 
prestárselos, 
puede implicar 
su reclusión en 





segundo lugar, si 
con base en la 










los artículos 1 
y 4 del 
Decreto Ley 
1136 de 1970.  
El principio de 
Estado Social de 
Derecho, implica 
que el Estado tiene 
un constante deber 
con las personas de 
proporcionarles 
bienestar. En este 
orden de ideas el 
Estado debe poner 
un mínimo de 
bienes y servicios, 
materiales y 
espirituales al 







etc.; sin embargo, 




Existe un deber 
en cabeza del 
Estado de 
Realizar todas las 
actuaciones 














producida por el 
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O DE LA 
SENTENC
IA DECISIÓN  
CARACTERÍSTICAS 

















































a la vida  
1. Revoca 
la decisión 








a la salud y 
seguridad 
i) El derecho a la 
vida no contempla 
solo la posibilidad 
de existir.        ii) 
Contempla el 
derecho a la vida 
la garantía de una 
existencia digna, la 
implicación para el 
individuo de 
mayor posibilidad 
de  despliegue de 
Vale la pena resaltar la 
importancia que tenía para la 
Corte Constitucional de la época, 
el derecho a la vida y el alcance 
que se da a la misma, el cual no 
es de ninguna manera restrictivo 
sino que compromete para su 
materialización, el 
establecimiento de todas 
aquellas condiciones que no son 
exclusivamente la aplicación o 










su derecho a 











la vida de 








de la persona 
compromete 
























































JURÍDICO DE LA 
SENTENCIA DECISIÓN  
CARACTERÍSTICAS A 


























que se le 
garantizara 
su derecho 
a la salud 






por la EPS a 















por el POS. 
Artículos 1, 







establecer si la 
disfunción eréctil 
a pesar de no ser 
propiamente una 
enfermedad y no 
crear riesgo de 
muerte, puede 
afectar el 
derecho a la vida 
en condiciones 
dignas de quien 
lo padece.           
Establecer si 
puede ordenarse 
o no la entrega 
de 
medicamentos 
cuando no se 
encuentran 







instancia.      


















El derecho a la salud 
para la Corte de la 
época en virtud a que 
no estaba reconocido 
como un derecho 
fundamental, sí podía 





la vida y dignidad 
humana.                                                                 
El derecho a la vida 
no se reduce a la 
mera existencia 
biológica, sino que 
está vinculado con la 
posibilidad que le 
asiste a todo ser 
humano de 
desarrollar su 
potencial.                                                         
El concepto de 
dignidad humana se 
constituye como un 
principio 
constitucional, lo que 
implica que el Estado 




tener en cuenta 
que el derecho a la 
vida digna implica 
una obligación por 
parte del Estado 
de actuar a fin de 
hacer posible la 
materialización de 
todas las 





necesarias a fin de 
que este derecho 
pueda materializarse.                                                       
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la acción de 
tutela para 
proteger el 
derecho a la 












los derechos y 
en 
consecuencia 

















i) La acción de tutela contra 
particulares solo es 
procedente cuando estos 
tienen a su cargo la 
prestación de un Servicio 
Público.                  ii) Cuando 
se trata de proteger derechos 
fundamentales, los medios 
ordinarios a implementarse 
solo son procedentes cuando 
tienen efectividad igual o 
superior a la acción de tutela.                                         
iii) El pago de incapacidad 
sustituye al salario durante el 
tiempo que dure la 
incapacidad, lo que termina 
convirtiéndolo en una 
garantía para la salud del 
trabajador y permitiéndole 
una adecuada recuperación 
mientras cuenta con su 
sustento y el de su familia.   
iv) El trabajador tiene 
derecho a que se le 
retribuyan sus servicios y a 
recibir un trato justo durante 
el tiempo que permanece 
inactivo por causa de 
perturbaciones en su salud.           
v) El no pago de una 
incapacidad médica 
constituye el 
Vale la pena 
mencionar que no 
es solo la vida del 
trabajador ni sus 
derechos 
fundamentales los 
que se ponen en 
riesgo cuando no 
se le garantiza su 
derecho al mínimo 
vital, sino que se 
afecta a todo un
núcleo familiar. 
Por otro lado, no 
se hacen 
consideraciones ni 
en la normatividad 
ni en la 
jurisprudencia 
colombiana 
respecto a cuándo 
en casos concretos 
personas de clase 
media que son 
trabajadores y son 
los únicos que 
reportan ingresos 
a su núcleo 
familiar y cómo 
puede afectar su  
derecho a la salud, 











parte de su 
empleador 
que radico 









que se le 
efectuara 
el pago de 
las 
incapacida




ella y su 
núcleo 
familiar. 
desconocimiento de una 
norma de índole laboral que 
puede terminar además en la 
violación de derechos 
fundamentales cuando ese 
ingreso es la única fuente de 
subsistencia para una 
persona y su familia.                    
Vi) Se puede afectar los 
derechos a la salud y a la vida 
cuando la persona se siente 
obligada a interrumpir su 
licencia por enfermedad y a 
reiniciar sus labores para 
suministrar el necesario 
sustento a los suyos.                      
vii) Pueden afectarse los 
derechos fundamentales de 
menores cuando resultan 
comprometidos por las 
deficiencias económicas de 
quien es cabeza de familia. 
mínimo vital 
cuando por auxilio 
de enfermedad 
perciben ingresos 
inferiores a los 
que obtiene 
cuando concurren 
a prestar sus 
servicios. 
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  El problema 
jurídico a 
resolver por 
parte de la 
Corte 
Constitucion
al tiene que 





el límite a 






vital y su 
protección 
constitucion
al a fin de 
analizar si 























virtud del cual 
se decretó el 
embargo y 
retención del 











en el que 
La Corte ha definido el 
derecho al mínimo vital como 
la porción de ingresos del 
trabajador o pensionado que 
están destinados a la 
financiación de sus 
necesidades básicas, como 
son la alimentación, la 
vivienda, el vestido, el acceso 
a los servicios públicos 
domiciliarios, la recreación, la 
atención en salud, y todo 
aquello que sea indispensable 
para hacer efectivo el 
derecho a la dignidad 
humana.                               ii) 
El derecho al mínimo vital 
constituye un presupuesto 
básico para el efectivo goce y 
ejercicio de la totalidad de los 
derechos fundamentales, en 
tanto salvaguarda de las 
condiciones básicas de 
subsistencia del individuo.                           
iii) La protección al mínimo 
vital se materializa en la 
satisfacción de las 
necesidades básicas del 
individuo, para el desarrollo 
de su proyecto de vida.             
iv) Las necesidades básicas 
que requiere suplir cualquier 
Es fundamental 
resaltar el alcance 
que se da en esta 
sentencia al 
contenido del 
derecho al mínimo 
vital, la Corte 
establece por un 
lado como asunto 
fundamental, que 
no se trata solo de 
resolver las 
necesidades 
básicas de la 
persona  y por 
otro, establece 
que es necesario 
hacer valoraciones 





















responda a la 





























persona, y que se constituyen 
en su mínimo vital no pueden 
verse restringidas a la simple 
subsistencia biológica del ser 
humano, pues es lógico 
pretender la satisfacción de 
las aspiraciones, necesidades 
y obligaciones propias del 
demandante y su grupo 
familiar.                    v) Para 
establecer si frente a un 
determinado caso se ha visto 
vulnerado el derecho 
fundamental al mínimo vital, 
el juez constitucional deberá 
verificar cuáles son aquellas 
necesidades básicas o gastos 
mínimos elementales en 
cabeza del individuo, 
indispensables para 
garantizar la salvaguarda de 
su derecho fundamental a la 
vida digna, y evaluar si la 
persona esté en capacidad de 
satisfacerlos por sí mismo o 
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DESARROLLO 
CONSTITUCIONAL 
Y LEGAL INMEDIATEZ 
EFECTIVIDAD EN LA PROTECCIÓN AL 
DERECHO AL MÍNIMO VITAL. 
Acción Popular  
La ley regulará las acciones populares para 
la protección de los derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, 
el espacio, la seguridad y la salubridad 
públicos, la moral administrativa, el 
ambiente, la libre competencia económica 
y otros de similar naturaleza que se 
definen en ella. 
Artículo 88 CP, ley 
472/1998 
No aplica, debe 
presentarse dentro 
de los 5 años para 
instaurarla, 
contados a partir 
de la ocurrencia del 
hecho 
No aplica por tratarse de un derecho 
de rango fundamental e individual  
Derecho de Petición  
Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades 
por motivos de interés general o particular 
y a obtener pronta resolución. El legislador 
podrá reglamentar su ejercicio ante 
organizaciones privadas para garantizar los 
derechos fundamentales. 




de los 10, 15 o 30 
días siguientes a su 
presentación  
No aplica, dada la falta de efectividad 
del mismo frente al hecho de  
obtener una respuesta positiva en el 
asunto en concreto por parte  de la 





Acción de Tutela 
Toda persona tendrá acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por sí 
misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando 
quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública. 
Articulo 86 Const 
Pol y Decreto 
2591 de 1991  
Aplica, debe 
resolverse dentro 
de los 10 días 
siguientes a su 
presentación  
Aplica, procede contra toda acción u 
omisión de las autoridades públicas y 
particulares, que haya violado, viole 
o amenace violar cualquiera de los 
derechos fundamentales del 
individuo 
Habeas Data 
Derecho a a conocer, actualizar y rectificar 
las informaciones que se hayan recogido 
sobre ellas en bancos de datos y en 
archivos de entidades públicas y privadas. 
Ley 1581 de 2012 
y el Decreto 1377 
de 2013 
Se cuenta con 15 






titular de la 
información cuenta 
con 2 meses para 
responder 
No aplica, dada la falta de 
pertinencia en el tipo de trámite y 
solicitud que se plantea 
Habeas Corpus 
Quien estuviere privado de su libertad, y 
creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho 
a invocar ante cualquier autoridad judicial, 
en todo tiempo, por sí o por interpuesta 
persona, el Habeas Corpus, el cual debe 
resolverse en el término de treinta y seis 
horas. 
Articulo 30 Const 
Pol y ley 1095 DE 
2006 
Se cuenta con 36 
horas a partir de la 
captura del 
individuo. 
No aplica, dada la falta de 
pertinencia en el tipo de trámite y 








constitucional colombiano consagra como 
principal mecanismo para el ejercicio del 
control de constitucionalidad abstracto 
la acción de inconstitucionalidad, que 
otorga a todo ciudadano en ejercicio la 
facultad de acusar ante el máximo órgano 




Acciones por vicios 
de forma caducan 
en el término de un 
año, contado desde 
la publicación del 
respectivo acto, de 
ordinario, la Corte 
dispondrá del 
término de sesenta 
días para decidir, y 
el 
Procurador General 
de la Nación, de 
treinta para rendir 
concepto. 
Aplica, por ser una herramienta 
jurídica a través de la cual, se 
pretende la declaración de 
inconstitucionalidad de una norma, 
alegando que atenta contra la ley 
fundamental del Estado (Const Pol) 
Acción de 
Cumplimiento 
Toda persona podrá acudir ante la 
autoridad judicial para hacer efectivo el 
cumplimiento de una ley o un acto 
administrativo. En caso de prosperar la 
acción, la sentencia ordenará a la 
autoridad renuente el cumplimiento del 
deber omitido. 
Articulo 87 Const 
Pol 
 Ley 393 de 1997, 
artículo 7. Por regla 




cualquier tiempo y 
la sentencia que 
ponga fin al 
proceso hará 
tránsito a cosa 
juzgada, cuando el 
deber omitido 
No aplica, dada la falta de 
pertinencia en el tipo de trámite y 





fuere de aquellos 
en los cuales 
la facultad de la 
autoridad renuente 





La Constitución es norma de normas. En 
todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, 
se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. 
Artículo 4 y 29 
Cons Pol y 
Resolución 355 
del 22 de marzo 
de 2002 del 
Ministerio de 
Comercio Exterior  
No existe norma 
que dé cuenta de 
un término 
establecido para la 
presentación de la 
presente 
excepción.  
Aplica, por ser una herramienta 
jurídica a través de la cual, se 
pretende la declaración de 
inconstitucionalidad de una norma, 
que riñe con la Constitución Política. 
 
